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CDHEH

El ejercicio del derecho a la información pública es utilizado como herramienta primordial para garan-
tizar el principio de transparencia y mejorar la calidad en la gestión pública, mediante la participación 
de la ciudadanía en procesos de gestión, deliberación y evaluación de las políticas públicas. 

Derivado de los avances en la materia, en el primer artículo, se analiza los distintos aspectos del pro-
ceso de implementación de las políticas de acceso a la información pública en México y la relevancia 
de la fiscalización superior como fuente transparente de información fidedigna sobre el desempeño 
de los entes públicos, desde la perspectiva de la Dirección del Sistema Nacional Anticorrupción ad-
junta a la Auditoría Superior de la Federación.

Con el compromiso de abordar un reto mayor, los investigadores, exponen la importancia de los archi-
vos como instrumentos para salvaguardar los derechos humanos y civiles de la población latinoame-
ricana, ante un contexto de violencia irreversible y creciente. Por otro lado, la Comisionada Presidenta 
del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública Gubernamental y Protección de Datos 
Personales del Estado de Hidalgo, expone el origen y los avances en materia de derecho al acceso 
a la información como un derecho humano fundamental y el cabal ejercicio de las y los servidores 
públicos.

Para que exista un Estado democrático es indispensable la Transparencia y su relación con los dere-
chos humanos, por lo cual, el catedrático de la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo, busca 
esclarecer el concepto e importancia de este término, así como reflexionar acerca de los vínculos que 
tiene el derecho humano a la información para la consecución de otros derechos.

Finalmente, como parte del proyecto de vinculación con la comunidad estudiantil hidalguense, la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo abre el diálogo con instituciones académicas 
mediante la participación de estudiantes para colaborar en artículos de investigación, con el fin de ser 
un impulsor en la aplicación y desarrollo de conocimientos transdisciplinares. 

Esperando sea del agrado de la y el lector, dejamos este espacio de generación de conocimiento 
aplicado y datos de contacto para cualquier participación con referencia a este cuaderno de investi-
gación.

Coordinación de Promoción, Difusión e Investigación
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Hidalgo

Correos electrónicos de contacto:

fabian_hernandez@cdhhgo.org
ijgarcia@cdhhgo.org

miriam_g@cdhhgo.org
abigahelp@cdhhgo.org
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Jefe de Departamento del Sistema 
Nacional Anticorrupción

El acceso a la 
información como 
derecho humano 
fundamental: 
Aportes de la 
fiscalización 
superior
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Introducción

La interpretación ampliada y el desarrollo 
conceptual de la libertad de expresión, uno 
de los derechos humanos fundamentales, 
devino en la concepción moderna del dere-
cho que tienen las personas a disfrutar del 
acceso a la información oficial; a su vez, este 
principio constituye la base de acciones es-
pecíficas de los entes públicos para promo-
ver el uso de información precisa que habilite 
la participación de la sociedad en el análisis y 
la definición de las políticas y los programas 
gubernamentales, entre otras acciones. 

Los procesos de democratización y libera-
lización económica de finales del siglo pa-
sado emprendidos por distintos países con 
tradiciones políticas autoritarias se traduje-
ron, a lo largo de las dos primeras décadas 
del siglo XXI, en la implementación de cam-
bios estructurales significativos. La creación 
de marcos jurídicos, instituciones y prácticas 
administrativas innovadoras destinados a 
normar las relaciones entre el Estado y el in-
dividuo, no con base en la dicotomía asimé-
trica soberano-súbdito, sino en una relación 
autoridad-ciudadano basada en la transpa-
rencia, la rendición de cuentas y, por ende, 
en el respeto y la promoción de los derechos 
humanos, representa un parteaguas de la 
mayor importancia para las naciones.

En este sentido, es preciso destacar el apor-
te que representa la acción de la fiscaliza-
ción superior en la generación y difusión de 
información precisa, confiable y basada en 

evidencia, respecto a la gestión y uso de los 
recursos públicos por parte de entes guber-
namentales e inclusive, de particulares. La 
práctica de distintos tipos de auditorías per-
mite ofrecer a los representantes de la nación 
y a la ciudadanía en su conjunto, elementos 
objetivos para evaluar la gestión de los eje-
cutores del gasto, así como los resultados de 
las políticas y programas públicos diseñados 
para la atención de las necesidades de la so-
ciedad.

La fiscalización superior permite trascender 
la mera puesta del dato aislado a disposición 
pública, al ofrecer una explicación sistemá-
tica acerca de la operación del Estado, que 
permite una intervención informada del ciu-
dadano en la agenda gubernamental, lo que 
resulta, en última instancia, en un ejercicio 
más democrático y compartido de las tareas 
de gobierno.

El presente escrito analiza distintos aspectos 
del proceso de implementación de las polí-
ticas de acceso a la información pública en 
México como un derecho humano sustantivo; 
la profundización de ese derecho a través de 
la puesta en práctica de políticas específicas 
denominadas de “segunda generación” en 
la literatura especializada; la relevancia de la 
fiscalización superior como fuente transpa-
rente de información fidedigna sobre el des-
empeño de los entes públicos; finalmente, se 
plantean algunas consideraciones a modo de 
conclusión.

Derechos humanos y acceso a la información

El tema de la definición, alcances, interpreta-
ción e implementación de los derechos hu-
manos ha sido una constante en el debate 
nacional e internacional a raíz de su incorpo-
ración en el proyecto de creación de la Orga-
nización de las Naciones Unidas y, por con-
siguiente, a su reconocimiento en diversos 
países. Los derechos humanos, individuales y 
colectivos, son aquellos de los que disfruta 
toda persona, y están sancionados por su in-

clusión en las normas constitucionales y en el 
derecho internacional (Sagastume, 1991). Se 
trata de un conjunto de derechos que atañen 
desde el ámbito individual, como la libertad 
a la vida o la libertad de expresión, hasta los 
que se refieren al conjunto de la sociedad, 
como el derecho a la salud, o a un ambiente 
limpio.

Para entender la concepción del acceso a la 
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información pública como un derecho huma-
no fundamental es preciso tener en cuenta 
tres elementos: (1) la esfera de dichos dere-
chos está en constante crecimiento, (2) su 
naturaleza hace que estén vinculados entre 
sí, y (3) representan la piedra angular de un 
estado democrático de derecho (Gutiérrez, 
2008), lo que demanda de los Estados la 
creación y adecuación de estructuras para 
poder garantizar su respeto.

En efecto, la expansión de las áreas y acti-
vidades consideradas parte de los derechos 
humanos civiles y políticos —como el dere-
cho a la vida, a la libertad de pensamiento 
o circulación— económicos, sociales y cul-
turales —como el derecho a la organización 
sindical, la seguridad social o la protección 
de la familia— o hasta colectivos —derecho 
a la libre determinación, los propios de las 
poblaciones indígenas o a la paz— refleja 
la creciente complejidad de la sociedad, así 
como el surgimiento de nuevos ámbitos que 
reclaman la existencia de un marco que rija 
de manera explícita las distintas modalida-
des que asumen las relaciones entre el ciu-
dadano y el Estado, como lo es el acceso a la 
información pública.

Por otra parte, existen cinco elementos de  
mayor importancia en la caracterización de 
los derechos humanos (Nowak, 2005): su 
universalidad, por ser aplicables sin excep-
ción a todos los seres humanos; su multipli-
cidad, en tanto que abarcan la totalidad de 
las conductas humanas; su inalienabilidad, 
que impide que alguien sea despojado de los 
mismos sin justificación legal explícita, y su 
carácter de ser indivisibles e interdependien-
tes, por lo que el goce de un derecho presu-
pone la vigencia de todos los demás. Estas 
características tienen como consecuencia el 
hecho de que el concepto de acceso a la in-
formación, al asumirse como un derecho hu-
mano, no puede tratarse de manera aislada 
sino como vinculado a la totalidad del cuer-
po de derechos de la persona.

Finalmente, los derechos humanos son fun-
damentales en tanto están destinados a pro-

teger los intereses y los bienes de todas las 
personas y salvaguardan su integridad en 
sus relaciones con el poder, estableciendo 
una serie de contrapesos y esferas exclusivas 
de potestades que no deben ser afectadas 
por la acción gubernamental.

En este sentido, el derecho al acceso a la in-
formación se basa en postulados específicos: 
su emanación del derecho a la libertad de ex-
presión; la naturaleza de la información ge-
nerada por las entidades gubernamentales, 
y la utilidad que representa para la ciudada-
nía disponer de datos de la gestión guberna-
mental en su toma de decisiones.

En primer término, es preciso destacar que la 
libertad de acceso a la información se deriva 
de las libertades tradicionales de expresión e 
imprenta, que garantizan a la persona la ca-
pacidad de expresarse, comunicar sus ideas 
a través de distintos medios y conocer lo que 
otros opinan, sin que existan límites o trabas 
por parte del Estado. Estas capacidades, a su 
vez, se ven fortalecidas con el reconocimien-
to del derecho ciudadano a investigar y so-
licitar información a las autoridades (Palma 
& León, 2016). Si dicha información es sumi-
nistrada al ciudadano, con las salvedades ex-
plícitas que fije la ley en cuanto al manejo de 
información confidencial, este acto resulta 
central en el proceso de rendición de cuen-
tas del Estado hacia sus gobernados respec-
to a la aplicación de los recursos públicos y la 
transparencia de su gestión (Muhlia, 2008), 
que a su vez representa un elemento central 
de la gobernabilidad democrática1 . Es posi-
ble apreciar aquí la evidencia de la concate-
nación de los derechos humanos; no pueden 
tomarse como componentes independientes 
y aislados, sino que forman parte de un sis-
tema interrelacionado: El derecho a la infor-
mación es tanto como un medio para el ejer-
cicio de otros derechos, como un derecho en 
sí mismo (Pulido, 2006).
1	 Capacidad de las instituciones políticas para 

procesar las demandas sociales y los conflictos en forma 
pacífica, que sea además plenamente respetuosa del Es-
tado de Derecho y de los derechos políticos y civiles de 
los ciudadanos (DGPE-OEA, 2013, p. 5)
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El derecho de acceso a la información está 
reconocido en el artículo 19 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos de 1948; 
el artículo 19 del Pacto Internacional de De-
rechos Civiles y Políticos de 1966; el artícu-
lo 13 de la Convención Americana sobre los 
Derechos Humanos de 1969, entre otros or-
denamientos (DGPE-OEA, 2013); esta amplia 
difusión muestra la existencia de un consen-
so universal en torno a la relevancia de este 
principio. De hecho, en su informe de 1995 
a la Comisión de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas, el Relator Especial sobre 
libertad de opinión y expresión subrayó que 
“la libertad no producirá ningún efecto si el 
pueblo no tiene acceso a la información. Este 
acceso es fundamental para una vida demo-
crática” (Nowak, 2005, p. 115).

En cuanto a la naturaleza de la información 
gubernamental, ya que es elaborada por 
las autoridades a partir de los recursos que 
provienen de la sociedad, es posible afirmar 
que “toda la información generada, obteni-
da, adquirida, transformada o en posesión de 
cualquier autoridad es pública y accesible a 
cualquier persona en los términos y con las 
limitaciones establecidas en la ley” (CNDH, 
2015, p. 10), lo que la hace sujeta del derecho 
de la persona de inquirir, investigar, solicitar 
y recibirla de parte de quien la ha generado.

Si bien no debe existir, desde el punto de 
vista jurídico, ninguna circunstancia especial 

que justifique el ejercicio de este derecho, es 
evidente que su accionamiento obedece a 
intereses precisos por parte del ciudadano: 
allegarse de información para poder elegir y 
desarrollar, de manera autónoma, proyectos 
de vida; ejercer derechos políticos; partici-
par en la creación de la voluntad colectiva; 
incluirse en la discusión y decisión de asun-
tos comunes, y monitorear las acciones del 
Estado transparentando la gestión pública 
para poder determinar que las acciones que 
se emprendan responden a los intereses y 
las necesidades de la colectividad (Gutiérrez, 
2008; DGPE-OEA, 2013). La legitimidad de 
estas aplicaciones es asumida inclusive por 
la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos, cuando afirma que 

el derecho de acceder libremente a la in-
formación existente en los archivos y docu-
mentos en poder del Estado es una de las 
garantías fundamentales de la democracia 
constitucional, por cuanto asegura a la vez la 
participación de la ciudadanía en la discusión 
y decisión de los asuntos comunes y la trans-
parencia de las actuaciones estatales (Pulido, 
2006, p. 12).

Una vez establecida la relevancia de esta li-
bertad y su reconocimiento universal, así 
como su vinculación con el ejercicio de otras 
libertades, se analiza la manera en que di-
chos postulados se han adoptado en México 
por la vía de la legislación.

Marco legal del acceso a la información

Si bien el acceso a la información pública for-
ma parte del texto de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos en su artí-
culo sexto —en el que se dispone que el de-
recho a la información será garantizado por 
el Estado— no fue sino hasta la promulgación 
en 2002 de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental (LFTAIPG) en que este derecho se 
hizo operable. Dicha ley significó, en la esfe-
ra política, un cambio trascendental, ya que 
permitió una mayor injerencia de la ciudada-
nía en las decisiones de gobierno. Asimismo, 

en la dimensión tecno-gerencial, este orde-
namiento legal introdujo nuevas lógicas de 
comportamiento organizacional, con el pro-
pósito de desmantelar las estructuras admi-
nistrativas basadas en la discrecionalidad, el 
ocultamiento y el secreto burocrático, típicos 
de los sistemas políticos autoritarios basados 
en la llamada “razón de Estado” o la cultura 
del secreto, contrapuesto al derecho a saber 
(DGPE-OEA, 2013).

En ese sentido cabe destacar que para pasar 
de ser un simple habitante de una sociedad 
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a convertirse en “ciudadano” con derechos 
y obligaciones que deben ser ejercidas (Mu-
hlia, 2008) el derecho a disponer de infor-
mación pública resulta fundamental, en tanto 
que conocer información pública facilita que 
el individuo, a través del debate público, la 
deliberación y la formación de opinión, así 
como la sanción o el reconocimiento ejerci-
do en los comicios a través del voto, se con-
vierta en un contrapeso del poder público y 
obliga a que las autoridades se sometan a la 
vigilancia ciudadana para identificar anoma-
lías, fallas, defectos, o por el contrario, bue-
nas prácticas y medidas adecuadas que pu-
dieran replicarse en otros ámbitos (Palma & 
León, 2016).

Uno de los principales méritos de la LFTAIPG 
fue haber implantado los procesos, criterios 
y órganos necesarios para garantizar el de-
recho al acceso a la información1  (artículo 
sexto constitucional) y, al mismo tiempo, ha-
ber perfilado la construcción de esquemas 
institucionales de transparencia, gracias a 
la inclusión de las obligaciones genéricas2  
(Capítulo II, Título Primero). La publicación 
sistemática de registros e informes concisos 
sobre el desempeño, estructura y procesos 
operativos de los entes gubernamentales, 
contenido del artículo séptimo, fue un avan-
ce significativo en la ruta para suprimir la 
opacidad, la secrecía y el uso patrimonialista 
de los archivos públicos.

1	 Coexistencia de dos fórmulas normativas: dispo-

siciones generales en materia de acceso a la información, 
para todas las instituciones pertenecientes a la Adminis-
tración Pública Federal (plazos y reglas para responder 
solicitudes de información; criterios de clasificación de 
información; bases para el establecimiento y operación 
de las unidades de enlace y los comités de información, 
así como mecanismos para resolver inconformidades 
sobre negativas de información, entre otros aspectos), 
y criterios específicos formulados por las dependencias 
distintas al Poder Ejecutivo Federal; los también conoci-
dos como Otros Sujetos Obligados.

2	 Ver López Ayllón, S. & Arellano, D. (2008). Es-

tudio en materia de transparencia de otros sujetos obli-
gados por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental. México: CIDE-IFAI.

La LFTAIPG indujo, vía obligatoriedad, la 
adopción de ciertas prácticas de transparen-
cia3 , lo cual se tradujo en el establecimiento 
de un patrón de apertura al escrutinio públi-
co en todo el aparato gubernamental fede-
ral4.

Es importante señalar que las obligaciones 
contenidas en dicha ley únicamente consti-
tuyen elementos primarios de las políticas de 
transparencia de los sujetos obligados; la ob-
servancia de estas disposiciones puede ser el 
eje rector de las estrategias de transparen-
cia de las organizaciones federales o, por el 
contrario, constituirse en un componente pa-
ralelo, secundario o complementario, como 
sucede en la Auditoría Superior de la Fede-
ración (ASF) cuya política de transparencia 
no se restringe a lo dispuesto en la LFTAIPG, 
sino que rebasa, en buena medida, las dispo-
siciones contenidas en la Ley.

En 2011 se incluyó una reforma al artículo 1° 
constitucional, a través de la cual se deter-
minó que la totalidad de las autoridades del 
país tenía obligación de velar por el cum-
plimiento de los derechos humanos —entre 
ellos, el de acceso a la información— lo que 
generó la necesidad de sustituir la norma-
tiva federal en la materia. La promulgación 
en 2015 de la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública (LGTAIP) 
tenía por objetivo:

un nuevo marco legal que busca rever-
tir las inconsistencias del modelo fede-
ralizado, por medio de una regulación 
general, en donde hay competencias 
concurrentes entre todos los órdenes y 

3	 Ver López Ayllón, S. & Cohen, S. (2005). El ac-

ceso a la información en los órganos constitucionales 
autónomos. En Transparentar al Estado: la experiencia 
mexicana de acceso a la información (209-242). México: 
IIJ-UNAM.

4	 Se refiere a cualquier entidad o dependencia de 

carácter federal perteneciente a la Administración Públi-
ca Federal, a los Órganos Constitucionalmente Autóno-
mos, al Poder Legislativo, al Poder Judicial o a los tribu-
nales administrativos federales.
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niveles de gobierno, que deben observar 
y respetar las nuevas disposiciones en 
materia de derechos humanos de mane-
ra homogénea
(INAI, 2016, p. 36).

La expansión en cuanto al número de suje-
tos obligados por la LGTAIP a las tareas de 
transparentar, permitir acceso a información 
y proteger datos personales abarcó, como 
se indica en su artículo 23, a cualquier au-
toridad, entidad, órgano y organismo de 
los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judi-
cial, órganos autónomos, partidos políticos 

y personas morales, físicas o sindicatos que 
reciban y ejerzan recursos públicos; esta de-
terminación hizo que la ASF asumiera plena-
mente las responsabilidades de los sujetos 
obligados enunciadas en el artículo 24, tales 
como constituir comités y unidades de trans-
parencia, constituir y mantener actualizados 
los sistemas de archivo y gestión documen-
tal, el uso de formatos abiertos y accesibles 
para la publicación de la información y difun-
dir proactivamente información de interés 
público, entre otras, así como a atender, de 
acuerdo a lo dispuesto en la Ley, las solicitu-
des de información.

La interfaz transparencia-fiscalización

La ASF, en tanto sujeto obligado de la LG-
TAIP, tiene que cumplir con las obligaciones 
de transparencia señaladas en el Capítulo II 
del Título Primero de la LFTAIPG, además de 
que debe de implementar los procedimien-
tos específicos de acceso a la información, 
señalados en su Título Tercero, así como los 
correlativos de la LGTAIP. Estos requisitos le-
gales forman parte de la política institucional 
en materia de transparencia, sin embargo, 
como se explica adelante, ésta incluye otros 
elementos de gran relevancia. 

Es preciso explicar brevemente por qué el 
acatamiento de la legislación relativa al acce-
so a la información sólo es uno de los facto-
res que conforman las políticas instituciona-
les de transparencia; asimismo, es necesario 
responder por qué es importante que las de-
pendencias de gobierno diseñen sus propias 
estrategias de transparencia, acorde con las 
especificidades de su mandato, y a partir de 
una valoración de la demanda social de in-
formación y de sus capacidades técnicas y 
administrativas.

Sobre la primera interrogante, el núcleo del 
argumento es que los regímenes institucio-
nales de transparencia muchas veces esca-
pan a la lógica de la legislación en la materia; 
es decir, esta clase de programas incluyen, 
y pueden trascender, a la normatividad. Las 
estrategias de transparencia de las organiza-

ciones públicas no sólo abarcan el respeto al 
marco jurídico sobre el derecho a la informa-
ción, señala Merino (2008, p. 250):

Se trata, más bien, de una política que, a 
partir de estos contenidos mínimos, [los 
postulados legales] debe originarse en el 
interior de las organizaciones que decidan 
adoptarla para modificar sus patrones tra-
dicionales de acción pública.

Es crucial diferenciar a los mecanismos de 
transparencia impuestos mediante la facul-
tad regulatoria del estado, y aquellos desa-
rrollados por los propios sujetos obligados, 
con base en su mandato, particularidades 
funcionales, planeación estratégica, necesi-
dades de apertura, u otros motivos. Se trata 
de una conceptualización amplia que incluye 
a la transparencia como una obligación le-
gal5  y como una política pública de las insti-
tuciones. En concordancia con lo anterior, en 
el orden federal coexisten múltiples esque-
mas heterogéneos de transparencia con un 
componente en común: la observancia de las 
obligaciones contenidas en la LFTAIPG y en 
la LGTAIP. 

5	 Merino hace referencia al elemento pasivo de la 
transparencia. Ver Merino, M. (2006). Muchas políticas y 
un solo derecho. En Democracia, transparencia y cons-
titución. Propuestas para un debate necesario (127-155). 
México: UNAM-IFAI.
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La transparencia en su dimensión jurídica ha 
frenado gradualmente el ocultamiento de in-
formación clave sobre la estructura y funcio-
namiento del aparato gubernamental6.

Las obligaciones de transparencia justamen-
te sirvieron para que la sociedad conociera 
aspectos básicos sobre el marco jurídico, la 
operación, el desempeño y las finanzas de las 
organizaciones del Estado. Esto representó 
un punto de inflexión en el estilo de admi-
nistrar los asuntos generales. Como lo seña-
lan Ayllón y Arellano, la LFTAIPG “supuso un 
giro fundamental en el modo de entender el 
ejercicio del poder y la introducción de una 
nueva política pública de enorme trascen-
dencia para el futuro del país” (López Ayllón, 
S. & Arellano, D., 2008, p.26).

Las prácticas de secrecía burocrática, ba-
sadas en el uso privado de los expedien-
tes públicos, fueron sustituidas por reglas 
de gestión documental; ahora se exige que 
todo acto administrativo tenga un sustento 
material, el cual debe de ser debidamente 
clasificado y conservado para los fines a los 
que haya lugar (evaluación, fiscalización, ren-
dición de cuentas, etc.), con lo que las leyes 
aplicables posibilitaron que los ciudadanos 
pudieran reconstruir la historia de las deci-
siones de las autoridades.

Develar el móvil detrás de las acciones de los 
gobernantes es una cuestión de primer or-
den ya que permite conectar las causas de 
los problemas colectivos con las soluciones; 
conocer cómo, por qué y para qué se usan 
los recursos públicos, paulatinamente ha de-
jado de ser una concesión de unos cuantos. 
En suma, la transparencia ha proporcionado 
“más elementos para evaluar a un gobierno, 
más información para crear una opinión pú-
blica rigurosa y más elementos para crear 
un vínculo legítimo y productivo entre el go-
bierno y su sociedad” (Zaldívar, 2005, p.1).

6	 Sobre las consecuencias de la implementación 
de la LFTAIPG ver: Benavides, A. (2006). Transparency 
and Public Administration in Mexico: How the Enactment 
of a Law Is Changing Culture. Journal of Public Affairs 
Education, 12 (4), p. 461-477.

Existen otras vertientes que se derivan del 
ejercicio de rendición de cuentas y que están 
vinculadas con el establecimiento de límites 
al ejercicio gubernamental, así como permi-
tir la detección de las prácticas irregulares 
que han afectado el nivel de confianza de la 
ciudadanía en la gestión de las instancias del 
estado.

Respecto a la primera, la posibilidad de te-
ner acceso a la información que sustenta la 
actividad de las entidades e instituciones 
gubernamentales opera como un disuasivo 
considerable a la arbitrariedad o la excesiva 
discrecionalidad que, en ocasiones, ejercen 
los funcionarios públicos (Muhlia, 2008); en 
este sentido, la rendición de cuentas contri-
buye a fortalecer el vínculo entre la ciudada-
nía y el gobierno.

En cuanto a la segunda vertiente, es necesa-
rio recalcar la importancia que tiene la dispo-
nibilidad de información pública en términos 
de que posibilita la participación ciudadana 
en los procesos de deliberación, gestión y 
evaluación de programas y políticas públicas, 
abonando con ello no solamente a su susten-
tabilidad (DGPE-OEA, 2013), sino también a 
la gobernabilidad democrática, puesto que 
proporciona elementos de mayor relevancia 
para la lucha contra la corrupción, a través 
de la implementación de un control público 
sobre falencias y desviaciones en los actos 
de gobierno. Señala López Ayllón (2000, p. 
179):

Cuanto mayor sea el grado de accesibi-
lidad pública al derecho, de las decisio-
nes judiciales junto con su justificación y 
de los otros documentos oficiales, tanto 
mejor es el Estado de derecho, dicho de 
otro modo, sin información el Estado de 
derecho no es posible ni viable.

Esto es relevante en tanto que la creciente 
complejidad de la vida social, así como la in-
tervención de un mayor número de actores 
en el análisis de la gestión gubernamental ha 
demandado la extensión de la mera dispo-
nibilidad de datos a que estos se presenten 
de manera organizada y orientada a poder 
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servir como elemento de juicio para la toma 
de decisiones de la ciudadanía y las orga-
nizaciones de la sociedad civil en materia 
de salud, educación, seguridad, actividades 
económicas y otras áreas de interés público.

Así, la transparencia desde una visión prag-
mática también ha acotado la brecha de in-
formación entre las instituciones y la ciudada-
nía; sin embargo, esto se ha dado a partir de 
estrategias diferenciadas. Los mecanismos 
de transparencia que surgen por iniciativa de 
la gerencia de las instituciones públicas cum-
plen con propósitos específicos, es decir, es-
tán diseñados para resolver problemas con-
cretos de demanda social de información. Se 
trata así de mecánicas de transparencia sin-
gulares para comunicar, a distintas audien-
cias, asuntos públicos con un grado de es-
pecialización variable, lo que permite dar un 
valor instrumental al derecho al acceso a la 
información, en contraposición a un propósi-
to amplio y abstracto de los datos en bruto 
que son publicados periódicamente por las 
instancias gubernamentales (DGPCE-OEA, 
2013). Esta clase de instrumentos son mejor 
conocidos como sistemas de transparencia 
focalizada o de segunda generación.

La literatura en esta materia plantea, en tér-
minos generales, que la trascendencia de 
estas acciones radica en que permiten de-

velar decisiones del poder público, muchas 
veces de mayor interés y utilidad social que 
las derivadas de las leyes de acceso. Son ca-
nales alternativos para exponer información 
y conocimiento sustantivo, con el potencial 
de ser una fuente clave para evaluar la ca-
lidad de las políticas públicas. Asimismo, la 
transparencia focalizada aporta evidencia 
cuantitativa y cualitativa sobre el ejercicio de 
las organizaciones, lo cual es decisivo para 
apuntalar el debate ciudadano sobre vicios 
del sector público.

La transparencia focalizada debe funcio-
nar como un dispositivo que hace visibles 
los problemas, permite mejorar el des-
empeño y reducir los riesgos. Además, 
tiene como efecto positivo que al gene-
rar información sintetizada y accesible se 
favorece la reducción de las disimetrías y 
por ende se disminuye la inequidad en-
tre aquellos que disponen de un acceso a 
una abundante y calificada información y 
quienes sencillamente no lo tienen (Zal-
dívar & Revuelta, 2011, p. 13).

Esto parte del reconocimiento de que la 
transparencia implica procesos, procedi-
mientos y actividades que tienen como ob-
jetivo la generación de apertura sustantiva, 
credibilidad, responsabilidad y relevancia en 
el interés del público (Baohui, 2014).

Bases legales de publicidad aplicables a la fiscalización superior 

Desde la perspectiva de la fiscalización su-
perior, el mandato de la ASF es la principal 
fuente que configura la dinámica institu-
cional de manejo y publicidad de informa-
ción; la transparencia es parte de la identi-
dad de la ASF ya que su marco normativo 
así lo prescribe. Los instrumentos para dar 
a conocer la labor y los resultados de este 
órgano han surgido, en primer lugar, como 
respuesta al ordenamiento jurídico7 corres-
pondiente y, en segundo lugar, como una 
estrategia para maximizar el valor de la fis-
calización —siendo este último aspecto sub-

7	 Artículos 74-VI y 79 constitucionales y la LFRCF.

sidiario del primero—.

Las Entidades de Fiscalización Superior 
(EFS), por lo general, son agencias externas 
al aparato gubernamental y que se mantie-
nen al margen de consideraciones políticas o 
de grupo. Esta posición privilegiada les per-
mite vigilar de manera objetiva e imparcial, 
el desempeño de las organizaciones públi-
cas; la misión de las EFS es revisar y evaluar 
cómo se ejercieron los recursos públicos.

Es a través de la fiscalización que se pue-
de hacer converger el interés personal de 
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los gobernantes, funcionarios y legisla-
dores, con el general. […] La fiscalización 
superior deber ser concebida como una 
actividad técnica que, en gran medida, 
se desenvuelve en la esfera de lo políti-
co. Su institucionalidad depende de la 
prevalencia de la autonomía e indepen-
dencia respecto de todos los factores 
vinculados con la militancia partidista. 
(Fuentes, 2014, p. 9)

En esencia, la fiscalización es información. 
Esto quiere decir que, fundamentalmente, 
las EFS producen conocimiento. Las cifras, 
datos, hechos, hallazgos y otras evidencias 
contables que se obtienen a través de las au-
ditorías son piezas cruciales de información 
sobre la realidad financiera y la actuación de 
los entes públicos, por ello, los reportes y 
otros documentos administrativos derivados 
de las auditorías son el producto medular de 
la fiscalización.

En su vinculación con el derecho humano de 
acceso a la información, la fiscalización su-
perior ofrece datos accionables, derivados 
de análisis objetivos de la gestión financiera 
y del cumplimiento tanto del mandato legal 
como de los objetivos y metas que se plan-
tean, por lo que abren a la ciudadanía una 
ventana adecuada al ejercicio y a la vigencia 
de otros derechos. Gutiérrez (2008, p. 25) 
menciona al respecto:

El acceso a la información pública sobre 
el diseño, ejecución y evaluación de la 
política social nos permitirá exigir que se 
consoliden acciones y recursos a fin de 
mejorar las oportunidades de acceso a 
derechos sociales, como educación, sa-
lud, trabajo, alimentación y vivienda, con 
especial atención en los casos de las mu-
jeres que viven en situación de discrimi-
nación o de vulnerabilidad.

En este sentido, no resulta menor el tema del 
empoderamiento del ciudadano a través de 
su disposición de información precisa y con-
fiable respecto al desempeño de los entes 
gubernamentales, así como al uso que le dan 
a los recursos que pertenecen a la sociedad. 

Palma & León (206, p. 255) afirman que

El derecho de acceso a la información, 
la transparencia y la rendición de cuen-
tas […] observan críticamente la función 
pública. Los ciudadanos son capaces no 
sólo de entender la compleja labor que 
implica la función pública, sino que son 
aptos para observar, monitorear y evaluar 
profesionalmente la labor gubernamen-
tal.

Ahora bien, en cuanto al tema de la fiscaliza-
ción superior y la transparencia, la mayoría 
de las EFS del mundo publican abiertamente 
los resultados de sus revisiones8 ; en el caso 
de la ASF, la publicidad de información es de 
hecho una etapa del proceso de fiscalización 
anual de la Cuenta Pública, de acuerdo con 
el artículo 79 constitucional. Este marco nor-
mativo establece que el contenido del Infor-
me de Resultados (IR), que es el documento 
que integra los reportes de todas las audito-
rías llevadas a cabo tendrá carácter público 
una vez que sea presentado ante la Cámara 
de Diputados (a más tardar el 20 de febrero).

Cabe mencionar que la gestión de la Conta-
duría Mayor de Hacienda (institución respon-
sable de la fiscalización superior que antece-
dió a la ASF) no estaba sustentada en este 
principio de apertura. La reforma a los artí-
culos 73, 74, 78 y 79 constitucionales (llevada 
a cabo el 30 de julio de 19999), la cual fue la 
base de la Ley de Fiscalización Superior de la 
Federación (LFSF) y consecuentemente del 
surgimiento de la ASF, estipuló dicha condi-
cionante (ASF, 2009).

Los resultados de la revisión de la Cuenta Pú-
blica no son el único material que se difunde, 
la política de transparencia de la ASF abarca 
desde la planeación de los procesos de au-

8	 En la Base de Datos de la Organización Interna-
cional de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI, 
por sus siglas en inglés) es posible consultar el nivel de 
divulgación de los informes de auditorías de la mayoría de 
sus miembros. Ver: http://www.intosai-database.org.mx/

9	 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/
dof/CPEUM_ref_145_30jul99_ima.pdf
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ditoría hasta la promoción y seguimiento de 
las acciones preventivas y correctivas que el 
órgano impone. Esto se lleva a cabo por me-
dio de la publicación del Programa Anual de 
Auditorías para la Fiscalización Superior de 
la Cuenta Pública (PAAF), (artículo 6 de la 
LFRCF), y del Informe del Estado que Guar-
da la Solventación de Observaciones y Ac-
ciones Promovidas a las Entidades Fiscaliza-
das (artículo 38 de la LFRCF). 

El mandato de la ASF fija una serie de pau-
tas de transparencia. La parte sustantiva del 
quehacer de la institución, es decir, la fisca-
lización de la Cuenta Pública es un ejerci-
cio que, por ley, es transparente. De hecho, 
la única información que no es pública es la 
que forma parte de una investigación sobre 
un posible daño patrimonial a la hacienda 
pública federal, de conformidad con el Título 
Quinto de la LFRCF, la Ley Federal de Proce-
dimiento Administrativo y el Código Federal 
de Procedimientos Civiles.

Como puede observarse, el núcleo de la labor 
de la ASF está formalmente abierto al escru-
tinio público, lo que no constituye un rasgo 
común de las organizaciones gubernamen-
tales para las que, típicamente, el desarrollo 
de estrategias para divulgar información fo-
calizada es una operación de segundo orden, 
es decir, se requieren decisiones de política 
para dar el salto del acceso a la información 
a la construcción de sistemas de transpa-
rencia con la capacidad de revelar aspectos 
cardinales sobre la actuación de las depen-
dencias. En cambio, en la ASF, esta clase de 
medidas están integradas en todo el proceso 
fiscalizador. 

En suma, las principales prácticas de trans-
parencia de la ASF emanan de su mandato. 
En otras palabras, la transparencia es parte 
de la vocación institucional. En los distintos 
instrumentos normativos referidos implícita-
mente se reconoce que las auditorías son un 
medio para corregir las fallas en la gestión 
gubernamental, y que, en consecuencia, sus 
hallazgos no pueden permanecer ocultos.

En concordancia con lo anterior, y de manera 

sucinta, los resultados de la fiscalización se 
ponen a disposición de la Cámara de Dipu-
tados, con el objeto de orientar la construc-
ción de una agenda legislativa que trastoque 
las prácticas vigentes de gasto público, y a 
toda la sociedad para fortalecer la rendición 
de cuentas.

En la ASF la transparencia de origen es un 
imperativo legal10 , lo que no solamente signi-
fica que la institución es transparente porque 
la ley así lo dicta, sino también porque dicho 
aspecto es una condición básica para el éxito 
de la fiscalización. Si los resultados de las au-
ditorías no se comunican de manera abierta, 
tanto a los tomadores de decisiones como a 
la ciudadanía, difícilmente se podrán generar 
cambios duraderos en la administración pú-
blica; por ello, para que la fiscalización sea 
efectiva, debe de ser imperativamente trans-
parente. El marco normativo de la institución 
reconoce esta condicionante y por ello ga-
rantiza la transparencia del ciclo de fiscali-
zación.

A grandes rasgos, los resultados de la fiscaliza-
ción de la Cuenta Pública constituyen un diag-
nóstico crítico sobre la eficacia y eficiencia del 
ejercicio de recursos federales. Los informes 
de auditoría arrojan un balance preciso sobre 
el grado de cumplimiento de las disposiciones 
jurídicas en materia de ingresos y egresos, y de 
las metas y objetivos de los programas. Esta 
información puede ser de carácter estratégico 
para múltiples actores (legisladores, funcio-
narios públicos, académicos, organizaciones 
de la sociedad civil, empresarios, medios de 
comunicación, etc.), por lo tanto, su difusión 
apropiada resulta primordial11.

10	 Esta condición preexistía a la formulación de la 

LFTAIPG.

11	 La Organización Internacional de Entidades Fiscali-
zadoras Superiores (INTOSAI, por sus siglas en inglés) ha re-
conocido el alcance de dichas actividades a través de la pre-
sentación de dos Norma Internacionales de Auditoría (ISSAI, 
por sus siglas en inglés): la ISSAI 12 “El Valor y Beneficio de las 
EFS, marcando la diferencia en la vida de los ciudadanos”, la 
ISSAI 20 “Principios de transparencia y rendición de cuentas” 
y la ISSAI 21 “Principios y buenas prácticas de transparencia  y 
rendición de cuentas”.  Ver: http://es.issai.org/
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Consideraciones finales

La vigencia y promoción de los derechos hu-
manos, en especial el de acceso a la informa-
ción, son un deber compartido tanto de las 
dependencias públicas como de la ciudada-
nía; es indispensable que existan los instru-
mentos legales e institucionales que normen, 
de manera precisa, las modalidades para la 
publicación y el acceso a los datos resultado 
y reflejo de la gestión pública; asimismo, sin 
una participación activa, critica y constructi-
va por parte de los usuarios de la información 
pública, ni este derecho, ni los que dependan 
de su ejercicio, representan un instrumento 
de desarrollo, democratización y participa-
ción.

Los derechos humanos abarcan áreas cre-
cientes de la actividad social, por lo que es 
indispensable que los marcos jurídicos y los 
órganos garantes de dichos derechos man-
tengan una actitud proactiva y de anticipa-
ción a los cambios que se registren, con el 
fin de que las soluciones propuestas resulten 
positivas.

En materia de fiscalización superior, la re-
levancia de los resultados de las auditorías 
practicadas a la gestión gubernamental y 
su oportuna y adecuada difusión entre sus 
usuarios, ya sea la ciudadanía, las organiza-
ciones de la sociedad civil, los sectores aca-
démicos y de investigación, los propios entes 
auditados, o los legisladores y tomadores de 
decisiones en materia de diseño e implemen-
tación de políticas y programas públicos, 
queda más que manifiesta, al proporcionar a 
todos ellos información confiable, oportuna 
y basada en evidencia documental, que otor-

ga una visión a profundidad del ejercicio de 
los recursos públicos y el cumplimiento de 
metas y objetivos.

Las acciones de transparencia focalizada o 
de segunda generación puestas en práctica 
por la institución fiscalizadora, y que se deri-
van no solo del cumplimiento de las obliga-
ciones derivadas de las leyes en la materia, 
sino que forman parte indisociable de los ob-
jetivos de las propias auditorías, representan 
un patrimonio informativo de la mayor im-
portancia para la ciudadanía, puesto que le 
permiten acceder a datos confiables, a par-
tir de los cuales pueden normar su opinión, 
tomar decisiones, alinear su voto y exigir el 
cumplimiento de las obligaciones que tiene 
el Estado en función del mandato que le fue 
otorgado.

Estos factores redundan en el mantenimiento 
y profundización de los procesos de demo-
cratización de las distintas manifestaciones 
de la vida social; una ciudadanía que no sabe 
y que no cuenta con información, indefecti-
blemente será presa de los excesos guber-
namentales, la opacidad, la discrecionalidad 
y el autoritarismo, elementos adversos a la 
vigencia de los derechos humanos.

Por ello, la fiscalización superior y su función 
generativa de información resultan torales en 
el paso de los derechos humanos, de un pla-
no formal y enunciativo, a un ejercicio real, 
comprometido y que puede tener un impac-
to relevante en el establecimiento de mejo-
res condiciones de vida y de desarrollo.
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“ ”
Reconocer la vigencia del derecho a la información es 
poner en marcha los mecanismos para que la totalidad 

de la población ejerzan su derecho-obligación.

Introducción

En el presente ensayo expondremos la im-
portancia que tienen los archivos como ins-
trumentos para salvaguardar los derechos 
humanos y civiles de la población, iniciamos 
explicando las características de la guerra su-
cia que se desarrolla en Latinoamérica en la 
década de los años 70, así como las diferen-
tes formas que el estado utilizaba para obte-
ner información y reprimir a la población con 
el propósito de tener el control de la violencia 
en los países latinoamericanos. Los derechos 
humanos de nuevas generaciones enmarcan 
las nuevas necesidades y soluciones cotidia-
nas que deben ser garantizadas por El Esta-
do y preservados por cada acción institucio-
nal, política pública y marcos legislativos.

Posteriormente exponemos el caso de Colom-
bia, que al igual que México vio el crecimiento 
de la delincuencia apoyada por los cárteles del 
narcotráfico que buscando extender sus áreas 
de influencia ha generado desplazamiento de 
personas y la desaparición forzada de muchos 
ciudadanos y ciudadanas.  

Ante esta situación, resulta de vital impor-
tancia visualizar a los archivos desde dos 
perspectivas, primero como instrumentos 
que permiten rescatar los testimonios  orales 
de los ciudadanos que narran sus experien-
cias y permiten documentar los casos de vio-
lación a sus derechos humanos y civiles; en 
segundo lugar los archivos físicos como re-
positorios institucionales donde se canalizan, 
clasifican y consultan (derecho a la informa-
ción) los expedientes y las recomendaciones 
en materia de derechos humanos para que 
los ciudadanos tengan conocimiento del se-
guimiento que se da a estos casos en materia 
de transparencia. Reconocer la vigencia del 
derecho a la información es poner en mar-
cha los mecanismos para que la totalidad de 
la población ejerzan su derecho-obligación. 
Desde la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos (1948) se estipula, en su artí-
culo 19, el derecho a la libertad de opinión y 
de expresión, de investigar y recibir informa-
ciones y opiniones y de difundirlas, sin limi-
tación de fronteras, por cualquier medio de 
expresión.

Guerra Sucia

En la década de los años 70 en América La-
tina, se presentaron episodios dramáticos de 
represión y desaparición forzada de perso-
nas. Las distintas dictaduras militares que 
gobernaron en la mayoría de los países del 
cono sur cometieron diversas violaciones a 
los derechos humanos como resultado de la 
denominada operación Cóndor, que buscaba 
evitar que el fenómeno cubano se reproduje-
ra en otros países latinoamericanos. 

Si bien en México no se vivieron gobiernos 
militares, desde la llegada del partido hege-
mónico se estableció un sistema autoritario 

represor que privilegió el uso de la fuerza por 
encima del diálogo. Probablemente el even-
to más emblemático donde se muestra esta 
condición represiva de los gobiernos priistas 
fue el movimiento del 68, sin embargo, los 
procesos de represión hacia algunos secto-
res como estudiantil, médico, obrero, ferro-
carrilero, entre otros; mostraron la escasa 
apertura del gobierno al di3álogo, motivan-
do la radicalización de las demandas sociales 
con base en el uso de las armas. 

El movimiento armado como medio de de-
manda social se inicia a finales de los años 
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60, finalizando en los años 80 del siglo XX 
(Centro de Investigaciones Históricas de los 
Movimientos Sociales A. C., 2012). Se clasifi-
ca en: a) urbanos, principalmente realizado 
por el grupo 23 de septiembre; b) rurales en-
cabezados por Genaro Vázquez y Lucio Ca-
bañas. El estado para controlar estos grupos 
armados siguió una política de contrainsur-
gencia.

La estrategia contraguerrillera de la épo-
ca se desarrolló en tres temporalidades. 
Entre 1940 y 1970 se practicó una desa-
parición forzada “primitiva” y que venía 
de muy atrás. Sin embargo, a partir de 
1971 y hasta 1978 la represión pasó a una 
fase más sofisticada. Los procesos se bu-
rocratizaron e institucionalizaron y se dio 
forma a un “complejo contrainsurgente” 
que adquirió espacio y peso dentro del 
aparato del estado. Los operadores de la 
represión pasaron de respuestas ad hoc a 
la institucionalización de un “circuito de la 
detención-desaparición” que estuvo com-
puesto de tres fases: 1) la aprehensión; 
2) la detención y 3) la definición final, es 
decir, el momento en el que el aparato 
represor optaba por hacer transitoria o 
permanente la desaparición del detenido 
(Ovalle, 2019).

La evolución de la desaparición forzada pre-
senta dos momentos: el primero consistía 
únicamente en hacer detenciones como me-
dida para obtener información y como me-
dida de advertencia al inconforme para que 
se alejara de la organización armada o movi-
miento social; el segundo consiste en detener 
y torturar para obtener información y liberar, 
o en su modalidad más agresiva detener, tor-
turar para delatar y desaparecer al detenido. 
Las problemáticas sociales están vinculadas 
con el derecho humano de libre expresión y 
revisión de lo estipulado en tratados interna-
cionales. Mediante las luchas sociales anali-
zadas se han proyectado la instauración de 
mecanismo de protección y garantía de los 
derechos humanos de nuevas generaciones.
 
Esta evolución como comenta Ovalle (2019) 

se da también en la burocratización y la ins-
titucionalización a través de diversas insti-
tuciones públicas, generando documentos 
de estas dependencias relacionadas con la 
contrainsurgencia como: Secretaria de Go-
bernación (SEGOB), Secretaría de la Defen-
sa Nacional (SEDENA), Procuraduría General 
de la República (PGR), Dirección General de 
Investigaciones Políticas y Sociales (DGIPS), 
Dirección Federal de Seguridad (DFS), poli-
cías estatales y municipales (Ovalle, 2019). 

Un tercer momento en la evolución de la des-
aparición forzada se relaciona con el crimen 
organizado, si bien el Estado no tiene una 
participación directa, sí tiene responsabili-
dad al no esclarecerlo y controlarlo.

El Registro Nacional de Personas Desapare-
cidas y No localizadas (RNPDNO), indica que 
de marzo de1964 hasta abril de 2021 al menos 
213,492 personas se contabilizan como des-
aparecidas, de las cuales 87 368 personas se 
consideran como desaparecidas y no locali-
zadas, de las cuales 79 421 se ubican como 
desaparecidas sin ninguna clase de rastro 
(Gobernación, 2021). Cabe señalar que el fe-
nómeno de desaparición forzada ha tenido 
un incremento notable de 2006 a la fecha, el 
mismo Registro Nacional de Personas Desa-
parecidas, precisa que hasta antes de 2006 
los registros contabilizaban 1,584 personas 
desaparecidas, de este año -momento en el 
que inicia formalmente el combate al crimen 
organizado-, al 31 de diciembre de 2019 se 
dieron 60.053 casos de personas desapare-
cidas (Gobernación 2019). El derecho a la in-
formación (Muhlia, 2008) se ha transforma-
do y enfocado en la información contenida y 
resguardada por instituciones o autoridades, 
particularmente se menciona que, toda infor-
mación en posesión de cualquier autoridad, 
entidad, órgano y organismo estatal, federal 
y municipal es pública. Solo podrá ser reser-
vada temporalmente por razones de interés 
público, en los términos que fijen las leyes. 
Estas modificaciones de inicios del siglo XXI, 
se estipulan como alternativas de solución 
propuestas por organismos internacionales 
con repercusión directa en el interés público. 
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La desaparición forzada ha sido utilizada por 
el gobierno mexicano como un método “de 
control social, disciplinamiento (sic) y re-
presión que fue adoptado sistemáticamente 
para sembrar terror, para despoblar territo-
rios y aniquilar posibles oposiciones popula-
res y sociales” (Mastrogiovanni, 2017).

Una condición que facilitó la desaparición 
forzada en el periodo de la guerra sucia, y 
que caracterizó al sistema autoritario repre-
sor, fue la falta de marcos normativos que 
garantizaran el derecho a la información, el 
estado no tenía la obligación de ser transpa-
rente y rendir cuentas, ni realizar búsquedas 
de personas desaparecidas. Aunado a lo an-
terior, la figura presidencial concentraba el 
poder ejecutivo, controlando los demás po-
deres de gobierno, así como los medios de 
comunicación. 

Será hasta el año de 1977 que constitucio-
nalmente se obliga a las dependencias pú-
blicas a permitir el acceso a la información. 
Aunque es importante reconocer que, si bien 
actualmente contamos con leyes de acceso 
a la información, las prácticas gubernamen-
tales siguen privilegiando la opacidad, los 
distintos gobiernos simplemente informan y 
en escasos casos promueven el derecho a la 
información. Un ejemplo de lo anterior lo en-
contramos el 27 de enero de 2015 cuando el 
entonces Procurador de Justicia convoca a 
una rueda de prensa donde informa la “ver-
dad histórica” sobre la desaparición de los 
43 estudiantes de Ayotzinapa Guerrero, ne-
gándose a responder los cuestionamientos 
de los periodistas con su célebre frase “ya 
me cansé”, ocultando el acceso a la informa-
ción y protegiendo al ejército.

Desde el año de 1978, la Asamblea General de 
las Naciones Unidas (AGNU), emitió la reco-
mendación 33/173, en la cual se manifestaba 
la preocupación de este organismo interna-
cional por los casos de desaparición forzada 
que llevaban a cabo distintos gobiernos en 
el mundo (Lozano, 2016). Para la década de 
los años 90, la UNESCO reconoce la impor-

tancia de los archivos para alcanzar la justi-
cia transicional. En México será hasta el año 
2002 con la aparición de las leyes de acceso 
a la información que se establece el susten-
to normativo para combatir la desaparición 
forzada. Aunado a lo anterior y como resul-
tado de recomendaciones como la 26/2001, 
hecha por la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos (CNDH) y la presión de organiza-
ciones civiles, en el gobierno de Vicente Fox 
se crea la Fiscalía Especial Para Movimientos 
Sociales (FEMOSPP) con el objetivo de co-
nocer lo sucedido en el caso de 532 perso-
nas que fueron detenidas y desaparecidas 
en los movimientos estudiantiles del 68 y la 
denominada guerra sucia. (Centro de Inves-
tigaciones Históricas de los Movimientos So-
ciales A. C., 2012).

Actualmente, la sociedad mexicana tiene en 
las leyes de acceso a la información y de ar-
chivos, tanto federales como locales, la de 
datos personales, así como la Ley General en 
Materia de Desaparición Forzada de perso-
nas, el sustento jurídico para exigir al estado 
la búsqueda y localización de las personas 
desaparecidas.

Las leyes de acceso a la información son ne-
cesarias si consideramos que con ellas las 
instituciones públicas, tienen la obligación 
de resguardar con los principios archivísti-
cos adecuados, los documentos que generan 
como resultado de sus actividades sustanti-
vas. En el caso particular de la desaparición 
forzada, la información de las dependencias 
estatales es el vínculo que puede permitir la 
localización de persona privada de su liber-
tad, conocer la verdad, así como lograr la re-
paración del daño.

Conocer la verdad es un derecho humano, se 
condiciona con la información que se tenga, 
y que esté debidamente organizada y des-
crita. Este derecho a la verdad se caracteriza 
porque se reconoce el derecho que tienen 
las victimas a saber la verdad, pero también 
a la obligación que tiene el Estado de escla-
recer, investigar, juzgar, y sancionar a los res-



25

Derechos Humanos, Transparencia 
y Acceso a la Información

ponsables. Para ello es trascendental la garantía que se debe otorgar para que se acceda a 
la información que se resguarde en las dependencias de gobierno. La convención Interame-
ricana sobre desaparición forzada de personas (1994) establecía que para poder concretar 
medidas de reparación se requiere que los familiares, jueces, así como abogados, deben ins-
taurar y actualizar registros oficiales sobre desaparecidos, así como facilitar el acceso a los 
archivos, y crearlos cuando no existan. Uno de los casos más representativos es el Archivo 
para la Memoria Histórica.

Centro Nacional de Memoria Histórica. Colombia

En el caso de Latinoamérica llama la aten-
ción el conflicto armado en Colombia, el 
cual puede ubicarse a mediados del siglo 
XX, aunque desde la visión de José Velan-
dia (2020) esta violencia se ha ido modifi-
cando en su intensidad y localización geo-
gráfica, los actores que han participado, los 
intereses que ha habido detrás de él han 
hecho que este sea un conflicto dinámico. 
Si bien uno de los principales trasfondos 
que ha tenido es político, con disputas de 
partidos políticos, ideologías comunistas, 
así como de tenencia de la tierra, tiene una 
evolución que lo orienta hacia un conflicto 
en el que el eje central es el narcotráfico. 

Para solucionar esta violencia, se llevaron a 
cabo diversas acciones, uno de ellos fue el 
de establecer un diálogo con las guerrillas 
de carácter liberal y marxistas. La confron-
tación fue otra medida que utilizó el Estado 
para solucionar el conflicto armado, final-
mente se establecieron medidas de conci-
liación y el establecimiento de procesos de 
paz, así como de amnistía (Velandia, 2020). 

La dificultad de establecer acuerdos con-
sistentes que ayudaran a concluir la vio-
lencia en Colombia obligó a establecer una 
apertura democrática, realizar modificacio-
nes en la constitución e incluir en las po-
líticas los intereses de diversos sectores, 
principalmente marginados, como los cam-
pesinos, clase obrera, indígenas y mujeres. 
Es así como en el año 1991 se promulga una 
constitución, que tiene la característica de 
ser una ley garantista en cuanto a derechos 
de algunas personas, es incluyente en lo 

social, aunque en lo económico excluyente 
por ser neoliberal. Incluyó el derecho a la 
paz que obligó al estado a realizar todas 
las acciones para garantizarlo a todos los 
colombianos, ofreciendo una herramien-
ta normativa para afrontar la condición de 
conflicto (Velandia, 2020). 

Lamentablemente a finales del siglo XX se 
acrecentó el conflicto armado con la apari-
ción del paramilitarismo financiado por el 
narcotráfico, que confrontará a la guerri-
lla que también termina vinculándose con 
el narcotráfico. Esta intensificación de la 
violencia, intensificado por el narcotráfico, 
que busca el control geográfico de zonas 
de Colombia, desbordó al estado el cual no 
logró neutralizar el escalamiento de la vio-
lencia. Este conflicto en particular generó 
daños en la sociedad civil, siendo víctimas 
de violación de sus derechos humanos, so-
bre todo lo que se va a denominar Despla-
zamiento Forzado (Velandia, 2020). 

Esta nueva escalada de violencia se suma a 
los anteriores procesos de violación de dere-
chos humanos que padeció la sociedad co-
lombiana, así como del derecho internacio-
nal humanitario, lo que impulsó al gobierno 
a diseñar los mecanismos para alcanzar la 
justicia transicional como una estrategia para 
superar el conflicto. 

Es importante indicar que los modelos de justicia 
transicional se aplican a sociedades que pasan 
de una dictadura militar, de un gobierno autori-
tario o totalitario hacia un modelo democrático o 
también a sociedades que tuvieron un conflicto 
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armado y pasan a un periodo de paz.

Un mecanismo que ayudó a lograr esa justi-
cia transicional, “fue la Ley 975 o la Ley de 
Justicia y Paz. Este marco normativo buscó 
acabar con el sometimiento de personas y 
organizaciones de lo que llaman grupos ar-
mados al margen de la ley, para que se des-
movilizaran. La importancia de esta ley a 
pesar de no ser la primera que surge como 
mecanismo de justicia transicional, es por-
que es la primera que empieza a hablar de 
archivos y al derecho a la verdad de las víc-
timas” (Velandia, 2020). 

Para lograr esta ley, comenta Velandia 
(2020) fue necesario pasar por un control 
de constitucionalidad para que le hicieran 
la adiciones buscando que estos grupos ar-
mados tuvieran que llevar a cabo procesos 
de reparación que incluían la verdad y la 
justicia. “Entonces esta ley en su capítulo 
décimo es la primera que habla explícita-
mente de los archivos y de su importancia 
para reconstruir la memoria histórica, y que 
el estado debe desarrollar condiciones para 
la protección de los acervos documentales 
para que no sean destruidos, adulterados 
o modificados” (Velandia, 2020), así como 
generar las medidas de satisfacción.

Esta situación, precisa Velandia (2020), 
generó una serie de reflexiones en congre-
sos, seminarios, donde se vincularon orga-
nismos no gubernamentales, dando como 
resultado la “iniciativa de Ley de Víctimas 
y Restitución de Tierras, que permitiría re-
parar a las víctimas y consolidar lo que se 
denominó una paz estable y duradera” (Ve-
landia, 2020). Esta ley como indica Velandia 
(2020), se reconoció por el gobierno como 
limitada, porque los recursos que se tenían 
para lograr la reparación eran modestos, y 
la población que era sujeto de esa repara-
ción muy grande, lo que generó polémicas. 
Sin embargo, esta ley obliga al estado a ga-
rantizar las condiciones para que cualquier 
persona u organización que quiera hacer la 
reconstrucción de la memoria histórica, tie-
ne garantizado el acceso a la información, 

la cual se encuentra en documentos, y mu-
chos de esos documentos son públicos al ser 
producidos por el estado. 

El deber de memoria del estado no será 
entonces construir la verdad oficial de los 
hechos, si no la de establecer condiciones 
de acceso a la información para que quien 
desee realizar trabajos para conocer esa 
memoria histórica los lleven a cabo, con el 
compromiso de divulgar los resultados. Se 
entiende entonces, como un derecho de la 
sociedad colombiana, tener la posibilidad 
de conocer diversas versiones sobre lo su-
cedido en el conflicto armado. Para alcan-
zar este objetivo se creó el Centro Nacio-
nal de Memoria Histórica, conformando un 
archivo con copias de documentos de ins-
tituciones de gobierno relacionados a las 
violaciones de derechos humanos, organi-
zaciones no gubernamentales, y de la so-
ciedad civil; con el objetivo de reconstruir 
la memoria histórica. Este centro tiene dos 
grandes componentes, el archivístico y el 
de la reconstrucción de la memoria.

Nosotros trabajamos el archivístico y 
lo hacemos de manera técnica, es de-
cir buscando proteger la organización y 
el acceso a los documentos, pero hasta 
ahí, no hacemos la interpretación de los 
documentos, no creamos narrativas aso-
ciadas al conflicto, de las diferentes ver-
siones de la memoria, de la historia, no 
priorizamos ni privilegiamos una sobre 
otra, simplemente nuestra tarea es po-
ner a disposición de la sociedad colom-
biana e investigadores la información 
debidamente organizada, para que sean 
ellos quienes realicen el otro componen-
te de la reconstrucción, a través de in-
formes, y trabajos (Velandia, 2020).

Una riqueza que tiene el centro es que, al 
dejar la interpretación a la comunidad de 
investigadores e interesados en el tema, 
abre la posibilidad que las interpretaciones 
den como resultado estudios objetivos que 
expliquen la verdad de los acontecimientos, 
alejados de las posturas gubernamentales.
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A manera de conclusión

Al igual que en Colombia, México cuenta con 
leyes que, si bien están orientadas a la trans-
parencia y la rendición de cuentas, son ne-
cesarias para conocer la verdad y atender el 
problema de desaparición forzada, fenóme-
no que se ha acrecentado de manera alar-
mante como resultado del crimen organiza-
do y su vínculo con el narcotráfico. Al igual 
que en Colombia, parece que el Estado mexi-
cano empieza a dar señales de estar siendo 
rebasado por la violencia, convirtiéndose en 
un mero espectador de migraciones y des-
plazamientos de la sociedad civil. Poblado-
res de Estados como Guerrero y Michoacán, 
se han visto obligados a abandonar sus luga-
res de origen, “la Secretaría de Gobernación 
estimó que en el país 474,476 ciudadanos tu-
vieron que cambiar de residencia debido a 
amenazas o miedo a represalias por parte de 
la delincuencia organizada” (Monroy, 2020).

Esta condición no parece que se modifique a 
la brevedad en el país, por lo que la necesi-
dad de tener información debidamente res-
guardada para reconstruir la verdad histórica 
y llevar a cabo procesos de seguimiento y 
reparación, para ello es necesario contar con 
los acervos archivísticos de las instituciones 
represoras (da Silva, 2002) debidamente or-
ganizados, que deberán complementarse 
con la conformación de documentos orales, 
los de las víctimas, o los que se crean para 
conocer la verdad y alcanzar la justicia como 
el Centro Nacional de Memoria Histórica en 
Colombia. 

Es importante mencionar que si considera-
mos la verdad como derecho humano y que 
esta se condiciona a la información que se 
tiene y que debe estar en los archivos, po-
demos afirmar que la creación de un Centro 
Nacional de Memoria Histórica como en el 
caso colombiano, no es tan indispensable. Si 
todas las instituciones cumplieran la función 
para la que fueron creadas, partiríamos de la 
lógica que normativamente los archivos en 

México deben cumplir con la función que las 
leyes de transparencia y archivo les obligan, 
y que con base en los diversos medios como 
las unidades de enlace, o las plataformas 
para hacer solicitudes de información, debe-
ría ser suficiente para tener acceso a la infor-
mación. Un Centro de información resguarda 
copias con información que forma parte de 
las distintas dependencias de gobierno, así 
como de organizaciones no gubernamen-
tales o documentos personales, funciona 
como un tipo de colección creada exprofeso, 
lo que puede propiciar un rompimiento a los 
principios de procedencia y de orden origi-
nal, además el sostenimiento de este centro 
demanda recursos, que en ocasiones no es 
tan sencillo obtenerlos. 

En todo caso lo que se considera como una 
posibilidad que brinda la teoría archivística, 
es la elaboración de instrumentos de descrip-
ción como la guía de archivos, que su función 
sería la de ubicar los acervos documentales 
que cuentan con información relacionada a 
la temática de desaparición forzada; aunado 
a lo anterior, instituciones como la Comisión 
de Derechos Humanos, organismos no gu-
bernamentales, asociaciones civiles podrían 
conformar archivos orales con los testimo-
nios de las víctimas y familiares de desapare-
cidos que complementen la información que 
contienen las instituciones gubernamentales, 
ayudando a construir la memoria histórica 
y llevar a cabo procesos de reparación del 
daño. 

Es indispensable comprender que es indis-
pensable contar con archivos debidamente 
organizados y que cumplan las obligaciones 
que las leyes precisan, sin embargo y sien-
do realistas, las condiciones de organización 
en buena parte de los archivos del país no 
son las más adecuadas. Hace más de trein-
ta años Michel Duchein (1983), en el estudio 
“Los obstáculos que se oponen al acceso, a 
la utilización y a la transferencia de la infor-
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mación reservada en los archivos: un estudio del RAMP, indicaba que los archivos tenían tres 
obstáculos:1) de orden jurídico, 2) de orden técnico; 3) por orden práctico (Duchein, 1983). 
En México, los problemas de orden jurídico pueden solventarse con las leyes de transparen-
cia, sin embargo, los de orden técnico y práctico, siguen presentándose en buen número de 
archivos públicos y privados, lo que condiciona no sólo el acceso a la información, si no en su 
conservación y preservación, complicando en estas condiciones lograr el derecho a conocer 
la verdad y la reparación del daño. 
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El 20 de julio de 2007 se publicó en el Dia-
rio Oficial de la Federación, el Decreto por 
el que se añaden siete fracciones al artículo 
sexto constitucional, la importancia de esta 
reforma estriba en que, en las fracciones se 
dictan los principios y bases que rigen en 
los ámbitos federal y estatal, entre las cua-
les destacan los principios siguientes: pu-
blicidad, máxima publicidad y protección 
de datos; y las siguientes bases: gratuidad, 
universalidad, celeridad y administración de 
archivo. Es decir, la Reforma al Artículo 6° 
constitucional establece el acceso a la in-
formación pública como un derecho funda-
mental.

Sus antecedentes iniciaron con la reforma 
al artículo sexto constitucional en el año de 
1977 mediante la cual el derecho a la infor-
mación fue incorporado a la Carta Magna, 
pero solo se estableció como prerrogativa 
de los partidos políticos con el propósito 
de asegurar que éstos pudieran difundir sus 
propuestas en los medios de comunicación 
en condiciones de equidad, la finalidad era 
que la sociedad mexicana tuviera la posibi-
lidad real de conocer la plataforma ideoló-
gica de las diversas corrientes políticas con 
presencia en el país. Posteriormente en 1983 
con el Caso Burgoa y el Caso Aguas Blan-
cas se sentaron los precedentes para que, 
en el año 2000, la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación reconociera el derecho a la 
información como una garantía individual y 
la obligación del Estado a informar veraz-
mente, por lo que paso de ser de una pre-
rrogativa de los partidos políticos, a erigirse 
como una garantía exigible al Estado con la 
finalidad de que éste proporcione a la socie-
dad información veraz, completa y objetiva, 
el 11 de junio de 2002 se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica Gubernamental.

Siendo que con esta última reforma al ar-
tículo sexto constitucional publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 20 de julio 
de 2007, se reconoce al derecho de acceso a 

la información pública como una condición 
necesaria para el fortalecimiento del estado 
de derecho y la democracia, determinando 
que es el derecho de toda persona a solici-
tar gratuitamente la información generada, 
administrada o en posesión de las autorida-
des públicas, quienes tienen la obligación 
de entregarla sin que la persona necesite 
acreditar interés alguno ni justificar su uso, 
que las autoridades deben garantizar a to-
das las personas: 

1) que tengan acceso a la información en 
igualdad de condiciones y sin distinciones 
que afecten la dignidad; 
2) poder difundir información; 
3) proteger tus datos personales; 
4) mejorar la organización, clasificación y 
manejo de la información, señalando que 
la única información que se considerará 
reservada es: 1) por razones de interés pú-
blico o de seguridad nacional o bien 2) por 
respeto a los derechos de otras personas, 
como los datos personales.

Por lo que el acceso a la información pública, 
como se establece en la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, repre-
senta un derecho fundamental para todas 
las personas que deseen buscar y recibir in-
formación y datos en manos del Estado. 

Siendo así, que el ejercicio del derecho de 
acceso a la información pública fortalece la 
participación ciudadana, las políticas públi-
cas, la gestión pública y por ende la gober-
nabilidad democrática. Al mismo tiempo, 
permite reforzar la legitimidad del sistema 
democrático incorporando al ciudadano en 
los procesos de deliberación, gestión y eva-
luación de las políticas públicas, sumando 
un componente de sustentabilidad a las po-
líticas públicas. 

En efecto, si comprendemos que el acceso 
a la información pública es una prerrogati-
va que permite a los ciudadanos conocer 
cualquier tipo de información generada por 
el Estado y su administración pública, esta-
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mos estableciendo como premisa que a tra-
vés de este derecho los ciudadanos pueden 
ejercer su “ciudadanía” sustento básico de 
la democracia.

Estos beneficios son el contrapeso al ejerci-
cio del poder en tanto sea necesario limitar-
lo para evitar excesos siendo el mejor mé-
todo, la vigilancia de los ciudadanos; ganar 
la confianza del pueblo en las acciones gu-
bernamentales para reducir las sospechas 
de posibles actos indebidos fortaleciendo 
así su autoridad y legitimidad; permitir a los 
ciudadanos evaluar la gestión y desempeño 
de los gobiernos y de los gobernantes en 
particular y; finalmente, incrementar y me-
jorar el debate público con las opiniones de 
las “luces del público” o ciudadanos ilustres 
que muchas veces no participan directa-
mente de la gestión del gobierno pero que 
-a través de este derecho- pueden conocer 
y eventualmente influir en las decisiones pú-
blicas.

En este contexto, el acceso a la información 
cobra una nueva dimensión porque, además 
de ser un derecho de los ciudadanos, forta-
lece directamente a los gobiernos democrá-
ticos, que contarían con un poderoso meca-
nismo de autocorrección y aprendizaje, en 
la medida que facilitaría la interacción de los 
ciudadanos con el gobierno y la administra-
ción pública. 

Considerándose como la clave en la con-
formación de una cultura de transparencia 
de acceso a la información y participación 
ciudadana, es el derecho de conocer activa 
o pasivamente las ideas, opiniones, hechos 
o datos que se producen en la sociedad y 
que permiten formarse una opinión, lo cual 
está sujeto a diversos principios: principio 
pro-persona, de universalidad, de interde-

pendencia e indivisibilidad, de progresivi-
dad, de interpretación conforme, de máxi-
ma publicidad, de no discriminación, de 
accesibilidad y el principio de rendición de 
cuentas, transparencia e imperio de la ley.

El ejercicio de este derecho fomenta la cons-
trucción y la participación ciudadana al pro-
porcionar herramientas para el conocimiento 
de la comunidad que permitan proponer, in-
tervenir y dar seguimiento a proyectos co-
munitarios, y exigir rendición de cuentas a los 
servidores públicos en cuanto a las decisio-
nes que toman en el ejercicio de sus funcio-
nes. El derecho de acceso a la información es 
un derecho humano, por lo que es importan-
te destacar que busca garantizar sin evasivas 
un derecho fundamental.

Relacionando entonces este derecho y una 
concepción del mismo como una política pú-
blica -o acción afirmativa- inherente de los 
gobiernos democráticos, podríamos decir 
que el acceso a la información pública es un 
elemento clave de la gestión pública y de to-
dos los elementos que componen el concep-
to de gobernabilidad democrática entendida 
ésta como “la capacidad de las instituciones 
políticas para procesar las demandas socia-
les y los conflictos en forma pacífica, que sea 
además plenamente respetuosa del Estado 
de Derecho y de los derechos políticos y ci-
viles de los ciudadanos”.

Siendo además que, el derecho de acceso a 
la información tiene claramente una natura-
leza instrumental para el ejercicio de otros 
derechos, especialmente por parte de quie-
nes se encuentran en posiciones subordina-
das o vulnerables, ya que es sólo mediante 
el conocimiento preciso del contenido de los 
derechos humanos y de sus formas y medios 
de ejercicio que se puede acceder efectiva-

 “la capacidad de las instituciones políticas para procesar las 
demandas sociales y los conflictos en forma pacífica, que sea 
además plenamente respetuosa del Estado de Derecho y de 

los derechos políticos y civiles de los ciudadanos”“ ”
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mente a su pleno goce y disfrute. Así lo ha 
reconocido la Asamblea General de la OEA, a 
través de sus resoluciones, en la que ha enfa-
tizado el derecho de acceso a la información 
como valor instrumental, en particular, en su 
informe del 2008, la Relatoría afirmó que:

 “el derecho de acceso a la información 
es un instrumento clave para el ejerci-
cio de otros derechos humanos, par-
ticularmente por parte de los sujetos 
más vulnerables”. Asimismo, recordó la 
importancia de la información para el 
ejercicio de los derechos civiles y po-
líticos al señalar: “el libre acceso a la 
información es un medio para que, en 
un sistema democrático representativo 
y participativo, la ciudadanía ejerza sus 
derechos políticos.”

En el mismo sentido, sobre la obligación del 
Estado de producir y divulgar información 
como condición para el ejercicio de otros 
derechos y para la verificación del cumpli-
miento de sus obligaciones internacionales, 
la CIDH ha señalado en su informe sobre Li-
neamientos para la Elaboración de Indica-
dores de Progreso en Materia de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales que: “la 
obligación del Estado de adoptar medidas 
positivas para resguardar el ejercicio de 
derechos sociales tiene importantes deri-
vaciones, por ejemplo, en cuanto al tipo de 
información estadística que el Estado debe 
producir”. De esta forma, para la CIDH la 
desagregación de los datos por sexo, raza 
o etnia, constituye una herramienta impres-
cindible para satisfacer los derechos socia-
les de los grupos más débiles o tradicional-
mente excluidos. La obligación de producir 
y permitir el acceso de información estadís-
tica diferenciada es una herramienta clave 
para el esclarecimiento de los hechos atro-
ces, señalando que 

“cuando se trata de graves violaciones 
de derechos humanos, la información 
que pueden reunir estos archivos posee 
un valor innegable y es indispensable no 
sólo para impulsar las investigaciones 
sino para evitar que hechos aberrantes 
puedan repetirse.”  

Ahí la importancia que tiene el Derecho de 
Acceso a la información con los Derechos 
humanos.
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Ilustración: Jorge Bulos Sampedro



36

Derechos Humanos, Transparencia 
y Acceso a la Información

Ilustración: Jorge Bulos Sampedro



37

Derechos Humanos, Transparencia 
y Acceso a la Información

Por: Mtro. Nicandro Hernández Aldaco

Profesor de la licenciatura en Ciencia Política y 
Administración Pública de la UAEH

Transparencia: 
importancia y 
desarrollo

Transparencia: 
importancia y 
desarrollo



38

Derechos Humanos, Transparencia 
y Acceso a la Información

El presente texto tiene como objetivo desta-
car la relación de la transparencia y los de-
rechos humanos como elementos indispen-
sables en los Estados democráticos. Por un 
lado, la transparencia viene a reforzar la idea 
del poder del pueblo, en un sentido relacio-
nal; ya que se convierte en un instrumento 
que les permite a los ciudadanos ejercer un 
control sobre aquellos que ejercen el poder, 
al reducir las asimetrías de información. Bajo 
un enfoque de derechos humanos, la trans-
parencia se convierte en una herramienta 
relevante, ya que permite la consecución de 
otros derechos; derechos que desde el ini-
cio de las reformas liberales comenzaron a 
extenderse y ampliarse en gran parte de los 
Estados democráticos, y que, encontraron un 
impulso importante en la Declaración Univer-
sal de los Derechos Humanos. 

El presente texto se divide en tres partes, pri-
mero, se realiza un acercamiento al concepto 
e importancia de la transparencia; posterior-
mente, se reflexiona acerca de los vínculos 
que tiene ésta para el ejercicio de otros de-
rechos, no sólo en términos de control del 
poder, sino de derechos tan amplios como el 
derecho a la salud o a la ciudad, finalmente 
se describe el proceso de construcción de la 
política nacional de transparencia. 

La primera interrogante a la que se busca 
dar respuesta es: ¿Qué es la transparencia? 
La transparencia significa que se puede ver 
a través, como si fuera una caja de cristal, es 
decir, no hay barreras que oculten lo que hay 
dentro de la esfera pública gubernamental, la 
transparencia lo hace todo visible, nos per-
mite ver en su interior, sin la necesidad de 
estar dentro de ella (Peschard, 2017). En este 
sentido la transparencia se convierte en una 
vitrina pública que pone al alcance de toda 
persona cualquier acción pública.

En un mismo sentido, Emmerich (2004) sos-
tiene que la transparencia es “el acceso ciu-
dadano, oportuno, suficiente y garantizado 
a información relativa al desempeño de las 
funciones públicas” (p. 80), para el autor ésta 
puede ser activa o pasiva: es activa cuando 
el gobierno difunde la información acerca de 
su gestión de manera cotidiana apegándose 
a lo que señala la normatividad, por ejemplo, 
la información que publican a través de sus 
portales de transparencia; y es pasiva cuan-
do los ciudadanos la solicitan, es decir, el Es-
tado resguarda la información a menos que 
medie una solicitud por parte de los ciudada-
nos, a lo cual, el Estado tiene la obligación de 
entregar la información. 

Por otro lado, Villanueva entiende la transpa-
rencia como “el deber de los mandatarios o 
gobernantes para realizar como regla gene-
ral sus actuaciones de manera pública como 
un mecanismo de control del poder y de le-
gitimidad democrática de las instituciones 
públicas” (2004, p. 63).

En este sentido la transparencia contempla 
dos vertientes, por un lado, se inscribe como 
una política pública que hace posible el de-
recho a la información, y la otra vertiente, en-
tiende que la transparencia se convierte en 
un instrumento que les permite a los ciuda-
danos vigilar y controlar el poder. 

Resulta obvio el valor que posee la transpa-
rencia, al respecto Merino (2008) identifica 
cuatro valores: el primero tiene que ver con 
una idea de justicia, ya que, si los actos de 
quienes gobiernan son justos, no tienen por 
qué darse en el secreto, pero si los escon-
den es porque existe un reconocimiento de 
que no lo son, de que son injustos; por eso 
la transparencia se acepta como un medio 
que busca la consecución de acciones justas 
de los que gobiernan, esto en un marco de 
visibilidad. El segundo elemento se refiere a 
su valor público; es decir, que el espacio es 
común y que la información nos pertenece a 

el acceso ciudadano, oportuno, 
suficiente y garantizado a informa-
ción relativa al desempeño de las 

funciones públicas“ “
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todos; que no es patrimonio de nadie y que 
no se puede excluir a nadie. El tercer valor 
se refiere a que la información es abierta y 
accesible, por lo que no se puede limitar, y 
que su valor va más allá de la simple apertura 
ya que hace posible que se generen mayores 
niveles de certidumbre y confianza. El cuarto 
valor se refiere a la responsabilidad que los 
servidores públicos tienen con la sociedad, 
es decir, este valor acentúa el hecho de que 
los servidores públicos tienen responsabili-
dad no sólo por los actos que ejecutan, sino 
por los resultados y las consecuencias de es-
tos, lo que los obliga a justificar sus decisio-
nes y a responder al compromiso que tienen 
con la sociedad.

No se puede dudar de la importancia que 
hoy tiene la transparencia; la transparencia 
importa porque genera certidumbre, acota la 
discrecionalidad, desarrolla confianza, pone 
límites al poder y potencializa los derechos 
de los ciudadanos; al respecto Peschard se-
ñala:

La transparencia y el derecho por saber y co-
nocer las decisiones y acciones que adoptan 
los gobiernos en sus diferentes niveles de 
gestión en ese elenco de instituciones ema-
nadas de la desconfianza en la democracia 
[…], en el entendido de que no es un concep-
to que signifique que son procesos que van 
en contra de la democracia […], sino que van 
más allá, es decir, que los rebasan y les sirven 
de contrafuerte, porque ayudan a prolongar 
y profundizar sus efectos. Estos mecanismos 
sirven para poner a prueba la reputación de 
una autoridad. (2017, pp. 66-67)

De esta manera la transparencia se convierte 
en una herramienta que le devuelve el poder 
al pueblo, al convertirse en un instrumento 
que hace posible ponerle límites y control al 
poder; en este sentido, Uvalle señala que la 
transparencia es el camino que permite que 
el poder no sea inaccesible a los gobernados 
y es, al mismo tiempo, fórmula institucional 
que combina la administración de la informa-

ción de carácter público, la cual está a cargo 
de los cuerpos burocráticos […] (2007).

De igual forma, Merino señala que la trans-
parencia “sirve como un instrumento y como 
un incentivo para impedir que algunos parti-
culares se adueñen de los espacios públicos. 
Así, la transparencia se entiende como una 
herramienta para combatir la apropiación 
privada de los espacios públicos” (2005, p. 
18).

Ahora bien, la transparencia no sólo es un 
mecanismo que permite limitar el poder, sino 
que garantiza el ejercicio de otros derechos; 
es decir, generan externalidades positivas 
que refuerzan la participación de la ciudada-
nía y favorecen la consecución de más dere-
chos, porque se generan incentivos para la 
participación y desincentivos a las prácticas 
de opacidad y corrupción.

En este sentido, no debemos olvidar que la 
transparencia tiene un valor estratégico y 
social que beneficia a los ciudadanos, por 
ejemplo, la Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública para el Estado de 
Hidalgo (LTAIPEH), en su artículo 70, señala 
que los sujetos obligados deberán de poner 
a disposición del público […] “la información 
detallada que contengan los planes de de-
sarrollo urbano, ordenamiento  territorial y 
ecológico”; es decir, la transparencia resulta 
fundamental para garantizar el derecho a la 
ciudad ya que pone a disposición de cual-
quier persona la información relativa a las 
áreas de riesgo dentro de una ciudad que 
pudieran generar peligro al patrimonio y la 
integridad de los habitantes.

Otro ejemplo que permite ilustrar la posición 
de la transparencia para garantizar otros de-
rechos, lo podemos observar durante la re-
ciente crisis sanitaria provocada por el virus 
SARS-Cov-2, mejor conocido como Covid19. 
En este contexto el gobierno mexicano des-
plegó una serie de medidas que permitían a 
la ciudadanía estar informados de la evolu-
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ción del número de contagios, de la dispo-
nibilidad de camas en los hospitales, de las 
áreas geográficas con mayor riesgo de con-
tagio, de la disponibilidad de oxígeno, entre 
otras; ante esta emergencia la transparencia 
jugó un papel clave para resguardar y garan-
tizar el derecho a la salud de los mexicanos.
Con relación al ejercicio de los derechos po-
lítico-electorales la importancia de la trans-
parencia es fácilmente identificable, ya que 
el poder tener acceso a información pública 
abre la posibilidad de poder evaluar el ren-
dimiento de los gobiernos, y con ello, poder 
generar una opinión que permita ejercer un 
voto libre, objetivo y mejor informado; en 
este sentido la transparencia nos permite 
ejercer el derecho al voto, al libre pensamien-
to y el derecho a opinar de manera libre.

Desarrollando otro punto, no resulta ocioso 
recordar que los avances en la materia han 
sido resultado de esfuerzos emprendidos 
desde distintos sectores de la sociedad como 
los son organizaciones de la sociedad civil, la 
academia, los periodistas y actores guberna-
mentales que ayudaron para que se diera un 
pleno fortalecimiento de los derechos huma-
nos y para crear instituciones democráticas 
más robustas, garantes y eficientes (Chacón, 
2016).

La transparencia como política pública que 
permite materializar el derecho a la infor-
mación tuvo su primer antecedente dentro 
del texto constitucional, en el artículo 6°, se 
remonta a la Reforma de 1977 sin embargo, 
como señalan Edgar Franco y Juan Pardinas 
“a pesar de que formalmente la constitución 
protegía este derecho, la falta de una legis-
lación secundaria y una estructura adecuada 
impedía que este derecho fuera ejercido ple-
namente” (2013, p. 233).

Resulta necesario recordar que el texto cons-
titucional concedía la tutela al Estado para 
poder garantizar el derecho a la información, 
pero también le concedía la posibilidad para 
poder restringirlo, ya que no establecía nin-

gún marco regulatorio que estableciera los 
mecanismos de ejecución de este derecho; 
es decir, no se trabajó en la generación de 
una ley de acceso a la información y trans-
parencia. Esto dejaba a los ciudadanos sin 
la posibilidad de encontrar mecanismos que 
sirvieran como instrumentos para ejercer y 
exigir su derecho; y de esta forma, sirvieran 
de contrapeso para evitar la opacidad y el 
secretismo por parte del Estado.

Al respecto Ackerman y Sandoval señalan 
que “las Leyes de Acceso a la Información 
son importantes aun cuando un país tenga 
provisiones constitucionales que garanticen 
el derecho a la información o a la libertad de 
expresión. El cumplimiento de las garantías 
constitucionales es muy difícil de asegurar 
sin la intermediación de leyes especiales que 
faciliten su aplicación” (2005, p. 17).

La manera en la que comenzaron los cam-
bios en materia de acceso a la información 
pública y transparencia se entiende bajo la 
lógica de un contexto de régimen autoritario, 
donde el régimen priista operaba cualquier 
cambio en las reglas del juego; es decir, aun-
que introducía en la Constitución este nuevo 
derecho, no permitía que se establecieran los 
mecanismos para su efectiva aplicación.

Esta primera reforma no tenía como objetivo 
generar una legitimidad social, es decir, que 
se diseñaran instituciones que otorgaran a la 
sociedad la confianza en sus gobiernos, que 
les permitieran ejercer mecanismos de con-
trol sobre el ejercicio del poder. Esta primera 
reforma buscaba legitimar los mecanismos 
de acceso al poder y dar cabida a una plu-
ralidad de actores que exigían su entrada al 
espacio político como consecuencia de las 
tensiones que se venían desarrollando desde 
finales de los sesenta. Es por ello, por lo que 
este primer paso en la materia fue limitado.

Es hasta el año 2002, cuando siendo presi-
dente de la República Vicente Fox Quezada, 
el Senado aprueba –en el mes de abril– la Ley 
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Federal de Transparencia y Acceso a la in-
formación Pública Gubernamental (LFTAI-
PG). “La transición a la democracia en Méxi-
co marcada por la salida del PRI del poder y 
por la alternancia política, planteó un nuevo 
escenario que favoreció la apertura y trans-
parencia en torno al quehacer público” (Ho-
fbauher, 2007, p. 17 citado en Chacón 2016, 
p. 22). 

Es precisamente durante el gobierno de la 
alternancia que comenzaron a generarse las 
condiciones que permitirían consumar los 
esfuerzos de distintos sectores de la socie-
dad civil; ello se vio reflejado en la Declara-
ción de Oaxaca, que se convirtió en la an-
tesala de la LFTAIPG; y que fue el resultado 
de la conferencia realizada en el año 2001 
promovida por el Grupo Oaxaca.

Se puede considerar que este es el punto 
de partida donde comienzan a generarse 
las condiciones para el ejercicio de un dere-
cho que existía desde hace veinticinco años, 
pero que no se ejercía. 

A los cambios introducidos en el 2002, se 
sumaron las entidades federativas al pro-
mulgar legislaciones en la materia; pero se 
presentó uno de los obstáculos más impor-
tantes que se tendrían por resolver; este fue 
la gran heterogeneidad de legislaciones. Si 
bien, todas las entidades se sumaron a la 
protección y promoción del derecho, existía 
una gran diversidad respecto a cómo lo ga-
rantizaban, como lo definían o quiénes eran 
sujetos obligados en materia de transparen-
cia.

Aunque se tenían que enfrentar retos impor-
tantes, la LFTAIPG permitió el surgimiento 
del IFAI, lo que fue un avance importante; en 
palabras de Peschard “el IFAI surgió como 
un órgano descentralizado, no sectorizado 
de la administración pública federal, con au-
tonomía operativa, presupuestaria y de de-
cisión, con facultades para promover y di-
fundir el ejercicio del derecho de acceso a 

la información y para resolver en definitiva 
sobre la negativa a las solicitudes de acceso 
a la información” (Peschard, 20017, p.183).

En 2007, el derecho a la información sufre 
una nueva modificación, a través de un de-
creto que adiciona al artículo 6° un segundo 
párrafo con siete fracciones que establecie-
ron los principios que guían el derecho de 
acceso a la información. El fortalecimiento 
del derecho a la información en 2007 se en-
tiende a partir de la Declaración de Guada-
lajara, donde se reconocían los límites de la 
LFTAIPG y la necesidad de articular los mí-
nimos de transparencia que debían atender 
los distintos ámbitos de gobierno. 

Con la Reforma Constitucional de 2013, se 
establecen preceptos importantes que no 
sólo iban a robustecer el derecho a la in-
formación, sino que serían elementos indis-
pensables para el desarrollo del Gobierno 
Abierto. 
La Reforma Constitucional de 2014 es de 
gran relevancia, ya que amplió el catálogo 
de sujetos. Se puede interpretar que con 
dicha Reforma se buscaría terminar con las 
prácticas de opacidad de todas aquellas 
personas (físicas y morales) que recibieran 
recursos públicos, al obligarlos a hacer pú-
blica la manera en que los ejercen. Además 
de establecer que los sujetos obligados tie-
nen que generar los mecanismos de acceso 
a la información, por distintos medios, uno 
de ellos son los medios electrónicos.

Puede señalarse que, “esta reforma signifi-
có la concreción de experiencias y la mejora 
de los mecanismos para fortalecer el dere-
cho de acceso a la información, así como 
también la transparencia y la rendición de 
cuentas dentro de la administración públi-
ca” (Chacón, 2016, p. 29).

Así la Reforma trajo a la luz la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica (LGTAIP) publicada en mayo de 2015. 
La Ley estableció las bases para el diseño 
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e implementación del Sistema Nacional de 
Transparencia, para el funcionamiento de la 
Plataforma Nacional de Transparencia; ade-
más de dar origen y normar las funciones 
del nuevo órgano de transparencia, el Ins-
tituto Nacional de Transparencia, Acceso a 
la Información y Protección de Datos Per-
sonales.

Finalmente, se tuvo una última Reforma pu-
blicada en el DOF el 29 de enero de 2016, 
que señala las prerrogativas del órgano ga-
rante con relación a la protección de da-
tos, además de dotarlo de capacidad para 
coordinarse con los órganos garantes de las 

entidades federativas, la Auditoría Superior 
de la Federación y otras instituciones con el 
fin de fortalecer el sistema de rendición de 
cuentas en México.

Todos estos cambios han venido a nutrir y 
reforzar la transparencia, los mecanismos 
de acceso a la información pública y el 
combate a la corrupción; y con ello, se ha 
ampliado el abanico de posibilidades para 
que otros derechos humanos puedan ser 
efectivamente ejercidos por las y los ciu-
dadanos al reducirse las asimetrías de in-
formación existentes entre gobernantes y 
gobernados
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La democracia moderna ha sido un modelo 
que surge, se pensaba, destinado a cambiar 
el orden del mundo, y en efecto, consiguió 
mudar las fronteras del poder político pasan-
do de un origen natural hacia la supremacía 
del poder civil. No obstante, y dejando cabos 
sueltos, han sido numerosas las acusaciones 
y las impugnaciones que se le han hecho a 
este régimen de gobierno a raíz de que, con 
ella, han sido bastas las derrotas sociales y 
las promesas incumplidas que han derivado 
en el mantenimiento de un orden social mu-
chas veces injusto y desigual; con todo esto, 
la democracia evidenció que no vendría a ser 
la gran panacea esperada. Pero hablar de de-
mocracia, por lo menos en décadas recien-
tes, ha mostrado ser el parteaguas de cues-
tiones un tanto más profundas e innovadoras 
que no solo tienen que ver con la soberanía 
popular o el sistema electoral, sino con las 
mismas bases constitutivas del proyecto de-
mocrático. 

Por otro lado, la democracia moderna con-
curre en una serie de expectativas efímeras 
fundadas en la regla de la mayoría, en el con-
senso, el interés común y la participación, se 
piensa, de todos; pero estas concepciones 
nacieron en sociedades no complejas y nulas 
o escasamente industrializadas, en suma, la 
experiencia histórica ha demostrado que, en 
todo caso, la realidad se ha dislocado de las 
aspiraciones (democráticas) liberales, dejan-
do solo, en términos de Robert Dahl, expe-
riencias reales (específicas) de democracia y 
no una democracia real. Y en segunda instan-
cia porque en esta época de una desorien-
tación inmensa, el reconceptualizar, o, mejor 
dicho, actualizar la democracia, es quizá la 
manera más efectiva de rechazar toda forma 
en la que el autoritarismo se haga presente.
Indudablemente, no conocemos otro régi-
men que ayude a superar las desventajas que 
hemos adoptado con la democracia, siendo 

esta la causa de que trabajemos para mejorar 
las bondades que esta nos ofrece. A pesar de 
ello, es de reconocimiento que la democracia 
es el único lugar seguro en el que pueden ha-
bitar las libertades humanas conquistadas no 
hace mucho tiempo, o lo que hoy se conoce 
como Derechos Fundamentales, que poste-
riormente dan cabida al Estado de Derecho. 
Es decir, un reconocimiento constitucional 
de las garantías del individuo, “de ahí que el 
Estado Liberal no solamente es el supues-
to histórico sino también jurídico del Estado 
Democrático” (Bobbio, 2013, p.15). 

Las dinámicas globalizadoras del mercado 
acompañadas de una redistribución insos-
tenible de riqueza, las desviaciones de los 
modelos económicos de crecimiento que 
intentaban –muchas veces lográndolo– su-
bordinar a la política, el individualismo y la 
idea de la propiedad privada, cuestiones del 
marco general, en suma, la intervención so-
bre el sistema electoral, el cambio continuo 
de proyectos sobre desarrollo económico, el 
Tratado de Libre Comercio con América del 
Norte, –estas últimas, situaciones específi-
cas para México– todo ello, en convivencia 
–también con las problemáticas y prácticas 
tradicionales gubernamentales ilícitas e ilegí-
timas– actuaron generando una democracia 
de baja intensidad que incluso hoy sigue su 
paso.

A pesar de los obstáculos, la potencia que 
tuvo la democracia finalizando el siglo XX, a 
pesar de los mareos, finalmente se tradujo 
en lo que hoy se conoce como democratiza-
ción o transición democrática, que refiere a 
los siguiente “el número de quienes tienen 
derecho al voto aumentó progresivamente” 
(Bobbio, 1986, p.14). Pero como el sufragio 
no significa por sí mismo democracia, que se 
basa en un crecimiento constante del con-
flicto político y social, del disenso en su más 
diversa expresión. 

Esto implica una actividad consistente de 

Introducción
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parte del ciudadano en relación con su go-
bierno, cuya conexión –o desconexión– se 
sustenta de los valores y la cultura por de-
más democráticos, su arraigo y calidad; esto 
significa que, la participación ciudadana y su 
influencia en la agenda pública son la piedra 
de toque en el fortalecimiento democrático.

Pero, ¿cómo participar en lo que no se co-
noce?

En décadas recientes, el tema de la democra-
cia se ha inclinado –por un lado, debido a los 
obstáculos no superados, y por el otro, a la 
aparición de modelos administrativos como 
el New Public Management– hacia cuestio-
nes sobre la legitimidad de las instituciones, 
la gobernabilidad, la gobernanza, la calidad 
de la democracia o el Estado de Derecho. Di-
mensiones que guardan una relación intrín-
secamente estrecha, más que por su acerca-
miento directo con la democracia como por 
ser medios facilitadores de un proceso políti-

co, social y cultural que de hecho la constru-
ye; y atendiendo a su vínculo entre sí, obser-
vamos que “en el entorno de las modernas 
instituciones públicas que buscan democra-
tizar sus estructuras, se busca responder a la 
creciente demanda de rendición de cuentas, 
acceso a la información y evaluación de la 
gestión pública, cuyo común denominador 
es la transparencia” (García, 2016, p.18 ). 

La idea del gobierno abierto viene a inaugu-
rar una segunda oportunidad para los mis-
mos gobiernos, que al amparo del secreto 
habían más bien polarizado el aparato gu-
bernamental, con ello, “la transparencia se 
volvía una necesidad pública en torno a la 
legitimidad y supervivencia de las autorida-
des” (García, 2016, p.27). Así, la transparen-
cia como pilar democrático se convirtió en 
una práctica recurrente posteriormente en 
la primera década del siglo XXI, (específica-
mente en México). 

Transparencia, breves anotaciones

Cuando uno piensa en transparencia1 lo que 
se viene a la mente es, más inmediata y co-
múnmente, la cuestión del recurso público y 
su ejercicio, de qué forma y bajo cuáles argu-
mentos se está utilizando el dinero público 
por parte de las autoridades gubernamenta-
les, es decir, en un sentido estricto y en prin-
cipio, parece ser que transparencia es sinó-
nimo de fiscalización; y es un hecho que es 
una parte importante de lo que transparen-
cia gubernamental implica, seguirle la pista 
al dinero es una forma de que los gobiernos 
no lo dilapiden o lo sepulten en montañas de 
intereses

1	 La transparencia como concepto se refiere a: la 
apertura de canales de comunicación y coordinación en-
tre los distitnos niveles de gobierno y sus instituciones 
para lograr una redefinición en la relación individuo-go-
bierno; la cual, a apatir de la democracia, se funda en la 
posibilidad del ciudadano de evaluar la gestión

Resulta que, a finales de la segunda mitad del 
siglo pasado existió un esfuerzo institucional 
a nivel global que promovía el acceso a la in-
formación por parte de los ciudadanos, un 
esfuerzo derivado décadas atrás de la propia 
Declaración Universal de Derechos Humanos 
de 1948, esfuerzo en el que una influyente 
cantidad de países, incluido México. Desde 
entonces y gradualmente, se embarcaron 
en una marea de promulgación de leyes que 
hacían efectivo el derecho a tener acceso a 
información declarada pública, pero la de-
mocracia al ser un régimen cuya esencia es 
la confluencia de actividades que provienen 
de distintos grupos y agentes sociales que 
llevan a cabo una reflexión contemplando 
el interés general, en donde es necesaria la 
condición de disputa y el influjo entre los ac-
tores políticos para que esta exista.
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Hoy en día se reconoce que de poco sirve el 
acceso a la información, sin información clara 
y de calidad, –en algunos casos oculta y pre-
servada por la «razón de Estado»– con la que 
la sociedad y el ciudadano específicamente, 
pudiesen mantener un régimen democrático, 
en otras palabras, razonado. De lo anterior se 
sugiere que la información clara, precisa, de 
calidad y abierta en espacios de fácil acceso 
es información que funciona para la demo-
cracia y no que aparenta hacerlo; esto ocurre 
gracias a que la transparencia “socializa una 
situación de apertura, al no hacerla depen-
der de motivaciones individuales” (Licona, 
2015, p.300).

En complemento, la información debe ser 
precisa y fiel a lo que corresponda (sobre las 
prácticas, conductas, y actitudes del gobier-
no), así la autonomía de los grupos e indi-
viduos respecto del poder central aumenta, 
“precisamente porque la propia democracia 
es el régimen que prevé el máximo control 
de los poderes públicos por parte de los in-
dividuos, este control es posible solo si di-
chos poderes actúan con la mayor transpa-
rencia” (Bobbio, 2013, p.68).  

El control del poder público se logra, en prin-
cipio, a través de la información que recaba 
el ciudadano –y la sociedad en general– al 
tiempo en el que este trata de influir en redes 
donde se acumula el poder, en efecto, para 
utilizar dicha información, y de donde surgen 
decisiones para el interés colectivo, pero sin 
el acceso y el conocimiento de causa, (que 
parten del derecho a la información públi-
ca y la participación ciudadana, respectiva-
mente). Por lo tanto, debe entenderse a la 
transparencia, no como un fin u objetivo, sino 
como una herramienta que favorece un ni-
vel de democracia legitimizada, –y favorable 
para la sociedad– que permite, cíclicamen-
te, irse reparando. Es un fenómeno interde-
pendiente que comulga con otros principios 
como lo son la acción pública, la rendición 
de cuentas y la evaluación de la gestión gu-
bernamental “sin más límite que la libertad, 
el derecho y la responsabilidad” (Sánchez, 
2015, p.53). 

En este sentido, la democracia reclama la 
razón como un procedimiento normativo e 
incluso moral, que, como se dijo anterior-
mente, concede al individuo la potestad de 
libertad, pero no la libertad cuya norma es 
ella misma, o lo que Kant llamaba libertad 
negativa, sino la autodeterminación racional 
del hombre. Es necesario destacar que la éti-
ca es un componente en el servicio público 
dado que, las acciones llevan inherente lo si-
guiente: “sea entre los individuos, sea entre 
los Estados, el mantener en el misterio un 
propósito y el tenerlo guardado en cuanto 
no se pueda declarar en público, es de suyo 
la prueba de fuego de su inmoralidad” (Bo-
bbio, 2013, p.54).       

Como se había planteado, el tema de trans-
parencia ha representado, en años recientes, 
un efecto inmediato que ha suscitado el de-
bate histórico de la democracia, y es que no 
podemos precisar, ni siquiera tratar el tema 
de transparencia, sin entender que existe, 
dentro de esta lógica, una interdependencia 
entre dimensiones que se retroalimentan y 
son vinculantes. De este modo, iniciamos en-
tendiendo que la transparencia no es un fe-
nómeno aislado al que únicamente se alude 
para precisar, y en su caso rastrear, el camino 
que siguen los fondos públicos en materia de 
financiamiento, sino que corresponde más a 
la idea de una dinámica societal y política en-
tre el Estado y la ciudadanía. La transparen-
cia entonces “no se trata sólo de decir cómo 
gastan los recursos públicos, [las autorida-
des gubernamentales] sino qué resultados 
se obtienen con ese gasto y qué bienes pú-
blicos generan” (Licona, 2015, p.300). 

De acuerdo a esto, y si bien sabemos que el 
concepto es ya claro, y en palabras de Gar-
cía (2016, p.18) “casi se deja adivinar o vis-
lumbrar”. Es importante identificar como su-
puesto teórico, la transparencia se opone al 
ejercicio obscuro, secreto y, siniestro del po-
der, porque precisamente propone la revisión 
ética en las actividades que encabeza el po-
der político, y a la par, como efecto práctico, 
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se trata de dos interpretaciones, a) la trans-
parencia como eje que viaja de la sociedad 
civil hacia el gobierno, en el sentido de ser, a 
través de un derecho ciudadano, la potestad 
por la que se conocen las actividades y los 
artilugios políticos de las autoridades guber-
namentales, teniendo una “perspectiva del 
gobierno como ente público y no como una 
instancia de un grupúsculo político adminis-
trativo” (Carrasco, 2016, p.36).

Como segunda interpretación, b) la transpa-
rencia como eje que parte del gobierno hacia 
la sociedad civil, se entiende como la finali-
dad de rendir cuentas al ejercicio de explicar 
y entregar argumentos del propio actuar del 
gobierno, creando espacios asequibles en 
donde la ciudadanía y la población en gene-
ral puedan recabar información de calidad; 
en otras palabras, “los gobiernos tienen que 
aprender a ser transparentes y la ciudada-
nía tiene que aprender a cómo defender la 
transparencia” (Carrasco, 2016, p.38).  
   
Por otro lado, y retomando palabras de Bo-
bbio (2013, p. 72) “Ya sea por la dificultad de 
acceso a las fuentes, por la intervención de 
un poder superior, o aun sólo por la insufi-
ciencia de nuestras capacidades cognitivas”, 
es que la reserva y confidencialidad de cier-
ta información sigue manteniéndose vigen-
te. Por ello no es necesario convencer más 
allá del criterio propio, que la transparencia 
es en efecto, lo que nos “permite el pleno ac-
ceso de la ciudadanía a las determinaciones 
provenientes de los órganos del Estado y a 

los procesos de que derivan” (Licona, 2015, 
p.300). Es un escrutinio que la sociedad hace 
de su gobierno, un examen. 

Y, por lo tanto, el examen que hace la ciuda-
danía, a la postre, se traduce en evaluación 
(del gobierno), una evaluación, a la que, en 
efecto, el gobierno está obligado a some-
terse, de suyo es importante este estímu-
lo que inexorablemente afianza la relación 
individuo-sociedad-gobierno. Si bien Kant, 
en su opúsculo, la paz perpetua, en uno de 
sus artículos explica que el único medio que 
nos impulsa un deber de actuar dentro de 
un marco, digamos, de obligación moral, es 
la propia razón, –que es lo que nos lleva a 
fundar una voluntad contractual–, entonces 
es entendible que la democracia que parte y 
tiene sus raíces en esa misma voluntad gene-
ral a su vez fundada en la razón, tienda a la 
transparencia como forma irremediable del 
reconocimiento de que, el hombre por natu-
raleza instintivamente predispone al secre-
to, al disimulo y al silencio, por ello, “como 
ciudadanos, debemos ser, si no devotos, sí 
observadores y practicantes de la realidad 
cuya característica más decisiva es que, en 
efecto, existe.” (Carrasco, 2016, p.35).    

Entendiendo que la característica principal 
de la democracia y lo que la reescribe, es en 
la participación social donde se nutren los 
procesos de rendición de cuentas, y ello co-
mienza con la obtención de información por 
los medios legales. 

Una conclusión sobre México

La democracia ha sido un reto histórico y teó-
rico en este país, entonces es necesario ob-
servar, por ejemplo, que el 87% de personas 
a nivel nacional consideran que los actos de 
corrupción son frecuentes, y que a su vez el 
porcentaje de personas que creen que exis-
te corrupción en algún trámite que realizan 
es del 62%, (INEGI, 2019). Estos datos sobre 
la percepción que en general muchas veces 

se tienen del gobierno habla, precisamente 
de que esta relación de corresponsabilidad 
entre gobierno y sociedad, en la práctica 
está dañada, y “al llegar a este punto la dis-
tinción que entra en juego ya no es aquella 
entre poder de pocos o poder de muchos, 
sino aquella entre poder ascendente y po-
der descendente” (Bobbio, 1986, p.21). 



50

Derechos Humanos, Transparencia 
y Acceso a la Información

Lo cierto es que el desafío no es menor, si en-
tendemos que dentro del actual proceso de 
modernización que atraviesa nuestra socie-
dad, se necesita trabajar un esfuerzo corres-
ponsable entre instituciones y ciudadanía, 
que discurra en nuevas estructuras políticas 
y por consiguiente en inéditas formas de po-
der, adecuadas y efectivas para trabajar las 
urgentes y amplias demandas nacidas del 
propio proceso de transformación; e inhe-
rentemente esta transformación debe estar 
sustentada “en la convicción de que el go-
bierno democrático pudiese finalmente dar 
vida a la transparencia del poder, al «poder 
sin máscaras»” (Bobbio, 1986, p.23). Es de 
hecho, que sin transparencia no podemos lla-
mar a este régimen de gobierno democracia 
y el ciudadano tuviese la pena de convertirse 
en una especie de subordinado de su propio 
sistema político, porque “la opacidad del po-
der es la negación de la democracia” (Bo-
bbio, 2013, p.32). Y sin ella, ni siquiera son 
reconocibles los derechos que históricamen-
te se han conquistado y con ello ya perde-
mos bastante. La transparencia nos propone 
y es una invitación a realizar una lectura de 
nuestro gobierno, le da sentido –democráti-
camente hablando– a su existencia.

Quizá la transparencia no es la solución total 
a todos los problemas que arrastra nuestra 
democracia, o la única, pero no se puede ne-
gar que de ella parten todos los aplazamien-
tos de toda fuerza que impida establecer un 
gobierno abierto; y sobre eso es una obliga-
ción preguntarnos si “¿Es exagerado decir 
que hemos llegado a un punto límite, a par-
tir del cual únicamente existe la derrota de 
la democracia?” (Bobbio, 2013, p.76).     
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